VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 27 DE FEBRERO DE 2013, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO. 

C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 11 de la mañana con 10 minutos del día 27 de febrero del 2013, solicito al Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Séptima Sesión Ordinaria de este Pleno, y a la cual se ha convocado. 

Por favor, señor Secretario, proceda. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. 

Procedo a pasar lista a los asistentes, integrantes de este Pleno. Están presentes los comisionados: Oscar Mauricio Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava, Alejandro Torres Rogelio. 

Señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cinco comisionados ciudadanos, existiendo el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias, señor Secretario. 

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión. 

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura a la Orden del Día. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Orden del Día de este Pleno es el siguiente:  

I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Sexta Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el 20 de febrero de 2013. 

IV.    
Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo, mediante el cual se aprueba el nombramiento del titular de la Dirección de Comunicación Social de este Instituto.

V. 
Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueban las modificaciones que se indican de los Lineamientos en materia Editorial de este Instituto, aprobados mediante el acuerdo 0317/SO/24-03/2011. 

VI.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 30 proyectos de resolución de recursos de revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información.

VII.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación del proyecto de Resolución de la Denuncia en materia de datos personales, interpuesta en contra de la Procuraduría Social del Distrito Federal, con número de expediente DDP.0026/2012.

VIII.
Asuntos generales.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Señores comisionados, está a su consideración esta Orden del Día.

Si no hay ninguna observación. Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo con el Orden del Día, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Orden del Día de la Séptima Sesión Ordinaria de este Pleno.

 C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Sexta Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, celebrada el pasado 20 de febrero del 2013.

Señores comisionados, queda a su consideración el proyecto de esta acta.

Si no hay ninguna observación, además de las que se han hecho llegar a la Secretaría Técnica. Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el proyecto del acta, favor de manifestarlo. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el acta de la Sexta Sesión Ordinaria de este Pleno. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo, mediante el cual se aprueba el nombramiento del titular de la Dirección de Comunicación Social del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

Por lo que solicito, con la aprobación de este Pleno, para el licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico exponga el presente acuerdo.

Si nos hace favor licenciado.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Las consideraciones de este acuerdo son las siguientes:

Que de conformidad con el Artículo 71, fracción XV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, el InfoDF cuenta con la atribución de nombrar a los servidores públicos que formen parte del Instituto.

Que de acuerdo con lo establecido en el Artículo 12, fracciones I, IV, XI y XXV del Reglamento Interior del InfoDF, es atribución del Pleno determinar la forma y términos en que serán ejercidas las atribuciones que al Instituto le otorga la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley de Protección de Datos Personales, ambos del Distrito Federal y las demás leyes, reglamentos y disposiciones administrativas que le resulten aplicables. Dictar los acuerdos necesarios para ejercer las atribuciones previstas en las disposiciones referidas, así como nombrar a los titulares de las direcciones del InfoDF a propuesta del Presidente.

Que en ese sentido, se propone que a partir del 1° de marzo del 2013 la licenciada María Esperanza Barajas Urias sea titular de la Dirección de Comunicación Social de este Instituto, ya que cumple con los requisitos previstos en el Artículo 7 del Reglamento Interior del InfoDF, así como el perfil requerido.

Que como titular, la Directora de Comunicación Social deberá impulsar las diversas acciones necesarias para cumplir con los objetivos establecidos en el Programa Operativo Anual de este Instituto, en el marco de sus atribuciones establecidas en el Reglamento Interior y el Manual de Organización del InfoDF.

En ese sentido los puntos del acuerdo son los siguientes:

Primero. Se aprueba el nombramiento de la licenciada María Esperanza Barajas Urias como titular de la Dirección de Comunicación Social del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal.

Segundo. El presente acuerdo entra al día siguiente de su aprobación.

Tercero. Se ordena a la Dirección de Administración y Finanzas para que realice las acciones necesarias para la contratación de la licenciada María Esperanza Barajas Urias a partir del día 1° de marzo de 2013 como titular de la Dirección de Comunicación Social de este Instituto.

Cuarto. Se instruye al Secretario Técnico para que realice las acciones necesarias para que el presente acuerdo sea publicado en el portal de internet del InfoDF.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Señores comisionados, está a su consideración este proyecto de acuerdo.

Si no hay ninguna observación o comentario. Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo con el nombramiento de la titular de la Dirección de Comunicación Social, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el nombramiento de la licenciada María Esperanza Barajas Urias como titular de la Dirección de Comunicación Social de este Instituto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, le pediría a la señora Directora si nos hace favor de pasar para hacer la toma de protesta.

Licenciada María Esperanza Barajas Urias ¿Protesta guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal y las leyes y reglamentos que de ellas emanen y desempeñar leal y patrióticamente el cargo que se le encomienda al Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal como Directora de Comunicación Social, mirando en todo tiempo por el bien y prosperidad de la unión y del Distrito Federal?

C. MARÍA ESPERANZA BARAJAS URIAS.- ¡Sí, protesto!

C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no lo hiciese así, que la nación se lo demande.

Muchas felicidades.

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación del proyecto de acuerdo, mediante el cual se aprueban las modificaciones que se indican de los Lineamientos en materia Editorial del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, aprobados mediante el acuerdo 0317/SO/24-03/2011.

Por lo que solicito, con la aprobación de este Pleno, para que la licenciada María Esperanza Barajas, encargada del Despacho de Comunicación exponga el presente acuerdo.

Si nos hace favor licenciada Barajas.

C. MARÍA ESPERANZA BARAJAS URIAS.- Buenos días comisionados, pues les presento las modificaciones a los Lineamientos en materia Editorial 2013; pongo a su consideración los considerandos:

1. Que en congruencia con el Artículo 12, fracción IV del Reglamento Interior del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, es atribución del Pleno el dictar los acuerdos y normatividad necesarios para ejercer las atribuciones previstas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

2. Que de conformidad a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal y a la Ley de Protección de Datos Personales del Distrito Federal, es atribución del Instituto organizar seminarios, cursos, talleres; elaborar y publicar estudios e investigaciones, así como generar guías que sirvan para una mejor comprensión de las leyes respectivas.

3. Que el Instituto en su Programa Operativo Anual 2007 ha contemplado la realización de acciones tendientes a difundir el conocimiento de los derechos que protegen las leyes multicitadas, mediante la elaboración de material de divulgación y celebración de convenios para la coedición de publicaciones relacionadas en estas materias.

4. Que este conjunto de actividades ha permitido la generación de múltiples publicaciones, que a su vez ha respondido a la política editorial del Instituto.

Lo anterior, con el propósito de coadyuvar al fortalecimiento de la cultura de la transparencia y el desarrollo democrático de los ámbitos local, nacional e internacional.

5. Que dichas publicaciones han estado definidas por los Lineamientos que en materia Editorial aprobó el Pleno del Instituto:

Primero. Mediante el acuerdo 090/SO/15-05/2007 del 15 de mayo de 2007 y después con el acuerdo 144/SE/15-04/2008 de fecha 15 de abril de 2008.

6. Que  a la fecha dichos lineamientos deben ser actualizados, porque la Dirección de Comunicación Social sea una de las áreas que supervise el cumplimiento de los lineamientos en comento en sustitución de la Coordinación de Difusión.

7. Que entre otros cambios a los Lineamientos en materia Editorial del InfoDF se encuentran a los numerales que le siguen al objetivo, son considerados como criterios en materia editorial.

b) Los numerales que le siguen al apartado de las líneas editoriales son considerados como del procedimiento.

Estos dos cambios obedecen a una precisión de clasificación del contenido de los lineamientos y, en consecuencia, a una mayor certeza jurídica.

c) Se incorpora que además de difundir, investigar, distribuir y fortalecer la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, también se hará en lo relativo a la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal.

d) Se reenumera y se hace homogéneo la numeración de los distintos apartados que forman los lineamientos.

De acuerdo con las consideraciones señaladas se propone los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se aprueba modificar los Lineamientos en materia Editorial del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal para quedar conforme al documento que forma parte del presente acuerdo.

Segundo. Se instruye al Secretario Técnico para que realice las acciones necesarias para comunicar al presente acuerdo a los titulares de las unidades administrativas del Instituto.

Tercero. El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su aprobación.

Cuarto. Se instruye al Secretario Técnico para que este acuerdo sea publicado en el portal de internet del Instituto.

Queda a su consideración.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias.
Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, simplemente como ya se expuso, pues es adecuar a las nuevas características que tiene la Dirección de Comunicación Social. Entonces y, pues obviamente tener la normatividad actualizada a cómo funciona el propio Instituto.

Si no hay más. Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el proyecto presentado, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad las modificaciones que ya fueron expuestas respecto a los Lineamientos en materia Editorial de este Instituto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, agradecemos la presencia de la licenciada María Esperanza Barajas en esta Sesión del Pleno.

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución de los recursos de revisión interpuestos ante este Instituto, en materia de solicitudes de acceso a la información pública, de conformidad con el criterio establecido por este Pleno, iniciaremos con aquellos recursos de revisión de acceso a la información que han sido reservados por alguno o varios comisionados.

Le pediría a la Directora, la licenciada Diana Hernández Patiño pueda iniciar con el Recurso 1975.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO, DIRECTORA JURÍDICA.- El ente obligado es la Delegación Azcapotzalco. Expediente RR.SIP.1975 de 2012.

Se solicitaron copias certificadas de dos actas del Comité Ciudadano de la colonia Monte Alto de la Delegación Azcapotzalco, respecto al apoyo económico que por una vez entregaría a los comités ciudadanos y solicitó copia certificada del oficio de prevención que, en su caso, haya emitido la Dirección General de Participación Ciudadana del oficio por el cual dicha vía de acción solicitó a la afirmación de dicho recurso para el Comité Ciudadano antes mencionado y copia certificada del cheque con el que se entregó el recurso y fecha de entrega del mismo.

El ente obligado entregó copia certificada de la versión pública del acta de Sesión Extraordinaria del 10 de agosto, Asamblea Ordinaria del 9 de agosto, oficio con terminación 635 de 2012, dirigido a la Dirección General de Administración, a través del cual se remitieron los expedientes integrados para la asignación del apoyo, respecto al cheque señaló que no contaba con dicha información.

El recurrente se inconformó con la ilegibilidad de los documentos entregados, falta de respuesta respecto al folio y oficio de prevención que solicitó, entrega del cheque y fecha de entrega.

Ahora bien, una vez analizada la normatividad aplicable se advirtió que en cuando hace a las actas de los comités ciudadanos del interés del recurrente el ente no está obligado a detentarla. Sin embargo, debió orientar ante la autoridad competente.

Por cuanto hace al oficio de prevención solicitado y ante la falta de respuesta se determinó emitir pronunciamiento al respecto.

Respecto a la ilegibilidad del oficio que contiene la solicitud de asignación del apoyo único para los comités ciudadanos, se ordenó la emisión de una nueva copia certificada legible.

Finalmente, se ordenó gestionada ante la Dirección de Recursos Financieros para que realice una búsqueda del respaldo del cheque e informe al particular la fecha en la que lo entregó y la persona a la que se lo proporcionó.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta emitida por el ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias, buenos días.

Con el sentido del proyecto, sólo para perfeccionar la orientación al Instituto Electoral del Distrito Federal, ya que no se indica por qué es competente y por tal motivo me permitiré dar lectura a los siguientes preceptos legales que creo que pueden apoyar esto.

El Artículo 21 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal indica que el Instituto Electoral se integra conforme a la siguiente estructura:

Fracción VI, órganos desconcentrados, las direcciones distritales y consejos distritales.

El párrafo segundo del Artículo 16 de la Ley de Participación Ciudadana señala que el Instituto Electoral del Distrito Federal, entre otras cosas, coordinará el proceso de elección de los comités ciudadanos y de los consejos de los pueblos.

El Artículo 106 de esta misma ley, establece de manera expresa que la elección de los comités ciudadanos se realizará a través del voto universal, libre, secreto y directo de los ciudadanos que cuenten con credencial para votar con fotografía, cuyo domicilio corresponde a la colonia de que se trate y que estén en la lista nominal de electores respectiva.

El proceso para la elección de los integrantes de los comités ciudadanos es un proceso tendente a lograr la representación vecinal. En consecuencia, los integrantes de los comités ciudadanos no son representantes populares, no forman parte de la Administración Pública del Distrito Federal, ni tienen el carácter de servidores públicos, la participación del Instituto Electoral en dichos procesos se limita a la colaboración institucional para darle certeza y legalidad.

Los preceptos incluidos en el proyecto de referencia concatenados con los expresados en este momento intentan aclarar al recurrente que el Instituto Electoral del Distrito Federal a través del Órgano Desconcentrado, denominado “Dirección Distrital” es competente para conocer de las sesiones de los comités ciudadanos y esto a través del Secretario del citado Comité.

Es importante destacar que los comités ciudadanos no forman parte de la Administración Pública ni son servidores públicos, ni mucho menos representantes populares, a los cuales se les puede exigir información directamente, a los cuales se les pueda exigir información directamente. Por ello, es indispensable que conozca el ciudadano que el Órgano de Gobierno al que se sí se le puede exigir y que guarda un vínculo más cercado a dichos comités son las direcciones distritales del Instituto Electoral del Distrito Federal, quienes sólo podrán detentar la información del Comité Ciudadano, que de manera directa señale la ley que puede poseer.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más? 

De no ser el caso, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1975, Delegación Azcapotzalco el sentido sea revocar, pero con el objeto de reforzar el sentido del proyecto, hay que incorporar las competencias del Instituto Electoral del DF en la materia, que ya han sido, digamos, leídas por el Comisionado Torres y que serán, digamos, enviadas a la Secretaría para el engrose. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1975/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito Juárez. Expediente RR.SIP.1992 de 2012.

Se solicitaron copias simples de los informes del cumplimiento de las medidas de mitigación que señala la resolución contenida en un determinado oficio del 4 de septiembre de 2009.

El ente obligado respondió que las medidas de mitigación se plasmaban en el estudio de impacto urbano del predio del interés del particular y se presentaba ante la Dirección General de Administración Urbana de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, de la cual proporcionó los datos de contacto.

El recurrente se inconformó al manifestar que la respuesta fue ambigua y parcial, ya que omitió fundarla y motivarla correctamente, pues no expresó su esfera de competencia o facultades, ni razonamientos lógicos y jurídicos que explicaran a qué se refería con lo manifestado. Respecto de los pagos realizados por los constructores para prevenir, mitigar y compensar las alteraciones o afectaciones.

Ahora bien, del estudio al contenido de la respuesta impugnada se concluyó que resulta parcialmente fundado el agravio, ya que si bien el ente competente para entender la solicitud de información es la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda del Distrito Federal, se omitieron exponer los motivos y fundamentos suficientes para dar certeza al particular respecto de su incompetencia para atender la solicitud de información.

Asimismo, el ente recurrido omitió canalizar la solicitud hacia el diverso ente para atenderla, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 47 de la Ley de la materia.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado la emisión de una nueva debidamente fundada y motivada en el cual se informe de la incompetencia para atender la solicitud de información y canalice la solicitud al competente, a través del correo electrónico de su Oficina de Información Pública.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, muy buenos días.

De acuerdo con el sentido del proyecto y simplemente para fortalecer la resolución que hoy vamos a emitir. 

Me parece que es pertinente incorporar en el considerando cuarto el estudio de la Ley de Desarrollo Urbano a nivel federal publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 30 de abril de 2007, toda vez que de la lectura de la solicitud se pueda verter que el dictamen que aprobó el polígono  licito, actuación mediante el sistema de actuación privado, conformado por los predios ubicados en Avenida Universidad número 1200 y Avenida Real de Mayorazgo número 130, ambos de la colonia Xoco, Delegación Benito Juárez, se condicionó según consta en el segundo párrafo, fracción III del Estudio de Impacto Urbano y conforme a lo dispuesto en el Artículo 60 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, derogada el 10 de agosto de 2010.

De manera que lo solicitado también guarda relación con la normatividad vigente al momento de la omisión del dictamen que aprobó el Polígono de la Actuación y el Estudio de Impacto Urbano.

Lo anterior, aunado a que la ley vigente en 2007, momento en que se omitió el dictamen que aprobó el Polígono de la Actuación y el Estudio de Impacto Urbano sí preveía la figura de medidas de mitigación, de conformidad con el Artículo 7 y la fracción XXXVII.

De igual forma, en los artículos 60, 61 y 61 bis de la referida ley se establecía la obligación de presentar un Estudio de Impacto Urbano en los casos que se pretendía llevar a cabo en una obra, instalación o aprovechamiento urbano público o privado, previa presentación de la solicitud de las licencias, autorizaciones o manifestaciones correspondientes.

De manera que la SEDUVI  emitiría el dictamen de impacto urbano con base en la evaluación del estudio de impacto correspondiente y la opinión que al respecto emitiera la delegación y, en sus casos, la Secretaría de Protección Civil, estableciéndose además que las personas físicas o morales que desean realizar cualquier construcción, ampliación, reparación o modificación de una obra, en los términos de lo señalado en el Artículo 61, debieran responder a cualquier, digamos, impacto.

Por ello, debería efectuar el pago de aprovechamientos y derechos, en términos de lo dispuesto por el Código Financiero del Distrito Federal.

En cuanto al Manual Administrativo de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda del Distrito Federal, a mí me parece que es pertinente incorporarlo al estudio de mérito, pues el Manual Vigente 2009, que es el correspondiente, digamos, se desprende que el ente contaba con la Dirección de Impactos Urbanos y licencias, al cual le correspondía establecer la verificación y notificación del cumplimiento de las condicionantes y medidas de mitigación y notificaciones al cumplimiento, digamos, del Estudio de Impacto Urbano. Además de inducir el cumplimiento del marco legal y normativo, en materia de impacto, en lo referente a las medidas de mitigación.

También contaba, se desprende del propio Manual como una Jefatura de Unidad Departamental de Dictaminación de Impactos y Medidas de Compensación, la cual se encargaba de evaluar y dar seguimiento al cumplimiento de las condiciones y medidas de mitigación, contenidas en el dictamen de estudios de impacto urbano.

Por lo anterior, el ente competente para dar atención a la solicitud, por tanto, pues como bien lo dice el proyecto de SEDUVI, conforme a la normatividad vigente, actual y aplicable al momento de la emisión del Estudio de Impacto Urbano en que se determinaron las medidas de mitigación.

Por otra parte, en la página 22, primer párrafo, se determina que el agravio del particular se estima fundado, toda vez que el ente al atender la solicitud de información no expuso los motivos ni los fundamentos suficientes para informar a éste de su incompetencia para entender la solicitud de información, ni canalizó la solicitud al ente competente para ello.

No obstante, en la página 24, segundo párrafo, se advierte que el agravio del particular resulta parcialmente fundado, toda vez que, aun cuando el ente no es competente para atender el requerimiento de información, al informar al ente competente para su debida atención no expuso los motivos ni fundamentos suficientes para justificar dicha situación, como ya nos lo explicaron. Asimismo, no apegó, sin apego a su actuación a lo dispuesto por la Ley en la materia y omitió la canalización de la solicitud ante la autoridad competente.

En este sentido es necesario que el agravio de particular, pues esté parcialmente fundado, considerando que de la respuesta sí señaló que el ente competente es la SEDUVI.

Por lo que hace a la orden, simplemente se sugiere suprimir la referencia consistente en que el ente de manera fundada y motivada exponga quién es la autoridad competente para atender la solicitud de información, a efecto de proveer de certeza al recurrente, respecto de su ejercicio de acceso a la información pública.

De manera puntual se debe ordenar al ente que de manera fundada y motivada canalice la solicitud de información del particular a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda del Distrito Federal por el ser el ente competente para atenderla a través del correo electrónico respectivo.

Perdónenme por leer todo este asunto, pero luego en el asunto de los engroses tenemos problemas para el asunto del análisis. Entonces, más vale ser exhaustivo para que luego no tengamos problema con el tema.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución. Creo, creo que es más o menos en el mismo sentido que lo que ha expresado el Comisionado Mucio.

El agravio, que es parcialmente fundado y lo que se queja él es, dice el ente omite fundar y motivar previamente su resolución, ya que no expresa su esfera de competencia. Cuando hemos pedido que se canalice cómo está aquí, no se hizo de forma correcta, por lo cual estamos modificando para que funde y motive por qué está canalizando, pero nunca le hemos pedido que nos funde y nos motive por qué el otro es competente, pues si no estamos metiendo, digamos, aquí tenemos otro recurso donde estamos, digamos, sabemos bien que él dice funde y motive a su incompetencia, por decirlo así, aunque no me gusta mucho la palabra, funda y motiva por qué no es competente y canaliza al que es competente, pero no tiene que fundar y motivarme por qué SEDUVI es la competente. Esto lo hacemos todos en el análisis desde el recurso, eso sí me queda claro y qué bueno y se fortalece como se acaba de hacer nuestra resolución, pero eso es, digamos, lo que yo veo.

Entonces, creo que la orden debe ser, ya se dijo o eliminar esa parte y yo estaría de acuerdo por eliminarle y funde y motive, digamos, la canalización al acceso, con eso yo estoy de acuerdo y creo que vamos en el mismo sentido.

Si no hay más, señores comisionados, voy a someter a votación el Recurso 1992, Delegación Benito Juárez. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar, pero incorporando el Estudio de la Ley de Desarrollo Urbano, así como el Manual Administrativo de la propia SEDUVI, el actualizado, se debe considerar parcialmente fundado el agravio y la orden debe ser categórica, en términos de que funde y motive la canalización de forma correcta a la SEDUVI y obviamente todos los elementos que se pasarán a la Secretaría Técnica, que ha leído el Comisionado Mucio y que se incorporarán en el, no en el proyecto, pero ahorita se me fue, en el engrose, perdón, se me fue la palabra, en el engrose. Todos aquellos que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1992/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 2102.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztacalco. Expediente RR.SIP.2102 de 2012.

Se requirió la copia simple del expediente formado con motivo del establecimiento mercantil, ubicado en Avenida Javier Rojo Gómez número 238, colonia Agrícola Oriental. La copia simple de los permisos otorgados para anuncios espectaculares o cualquier otro tipo de permiso para anuncio en fachada con dimensiones superiores a los cinco metros cuadrados, lonas colgantes en marquesinas del inmueble con tres metros cuadrados del negocio mercantil antes indicado y la copia simple de los permisos otorgados para estacionar vehículos de sus clientes sobre la banqueta.

El ente obligado otorgó versión pública del expediente del establecimiento mercantil denominado “La montaña” señaló que existía un decreto publicado en la Gaceta Oficial del 9 de marzo del 2007 donde se mencionaba que se suspendían los trámites en materia de anuncios en los 16 órganos político-administrativos del Distrito Federal, el cual se encontraba vigente. Por lo que este tipo de anuncios requería de la dictaminación por parte de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda.

Además, informó que no existía permiso alguno a dicho establecimiento ni a ningún otro para estacionar vehículos sobre el arroyo vehicular ni banqueta.

El recurrente se inconformó porque el expediente que recibió estaba incompleto, dado que debería integrar lo que correspondía a Protección Civil, Medio Ambiente, Salud y otros. Además de que la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano era competente para atender el punto 3.

Del estudio realizado se determinó que la inconformidad está relacionada únicamente con los requerimientos 1 y 2; por lo que la atención brindada al punto 3 se tuvo por consentida.

El agravio primero resultó parcialmente fundado, porque la parte que se refiere a Medio Ambiente y Salud resultó inoperante, mientras lo relativo a la licencia de funcionamiento aprobada por Protección Civil sí debió ser atendida por el ente obligado al formar parte de la solicitud inicial, aunado a que, por un lado, el ente aceptó la existencia dentro del expediente solicitado de una autorización del Programa Interno de Protección Civil, la cual no se proporcionó como parte de la respuesta al punto 1.

Y por el otro, reconoció que al reverso de la licencia de funcionamiento que proporcionó era incorrecto, motivos por los cuales se estimó que el expediente que se proporcionó no estaba completo.

Finalmente, contrario al dicho del ente recurrido el acuerdo por el que se suspendieron los trámites en materia de anuncios de los 16 órganos político-administrativos del Distrito Federal no está vigente porque fue abrogado por el Reglamento de la Ley de Publicidad Exterior del Distrito Federal y conforme a lo dispuesto en este ordenamiento las delegaciones tienen competencia para otorgar y, en su caso, revocar licencias para la instalación de anuncios denominados en inmuebles ubicados en vías secundarias, así como autorizaciones temporales para la instalación de anuncios en tapiales y vallas ubicados en las mismas. Por lo que el ente obligado debió atender el punto 3.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, puede ser a la mejor hasta de forma. Ahorita que se expuso es sobre el agravio número 1 o si lo dice, a la mejor no lo contamos, en la exposición sí se dijo que se debe ser claro que es parcialmente infundado, ¿sí? Porque si es infundado y luego ordenamos la licencia de Protección Civil en el 2, ahí también se podría dar o decir, bueno, porque estamos ordenando la licencia de Protección Civil, que es cierto que es un nuevo requerimiento, pero ya lo traía él inicialmente en el 2. Entonces hay la posibilidad a la mejor de juntarlos al hacer el análisis y decir,  bueno, en el agravio 1 de la parte de Salud y Medio Ambiente es inoperante, porque son nuevos elementos. La parte de Protección Civil sí entra, porque ya estaba incluida en el punto 2 y ya estamos ordenando obviamente que sea dé la propia de la licencia.

Simplemente es una cosa de matiz, pero para que quede claro, digamos, ¿no? Porque no aparece y dice, es inoperante el 1 y está pidiéndole a Protección Civil y otras cosas, obviamente, está claro, le está otorgando que de la de Protección Civil si lo ve, pues es parcialmente, ¿no? Simplemente.

Si no hay más, voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 2102, Iztacalco el sentido sea modificar, simplemente precisando el agravio 1 cuál es lo que es infundado y lo que no es infundado en este agravio. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.2102/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso, el 2048.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. Expediente RR.SIP.2048 de 2012.

Se formularon tres requerimientos relacionados con el fondo de ahorro de los servidores públicos beneficiados por dicha prestación.

En atención al numeral 1 el ente obligado proporcionó los Lineamientos del Fondo de Ahorro para los trabajadores de la Contaduría. Mientras que en atención al numeral 2 se proporcionó la plantilla de septiembre, correspondiente al tabulador salarial de sus servidores públicos.

Finalmente, en el caso del numeral 3 informó que los datos requeridos podía obtenerlos al vincular la información proporcionada en atención a los numerales 1 y 2.

El recurrente se inconformó porque en atención al requerimiento 3 se le indicó que con la información proporcionada en atención a los numerales 1 y 2 podía obtener los datos de su interés; sin embargo, ello no era posible.

Ahora bien, considerando que durante la sustanciación del recurso de revisión, el ente recurrido notificó al particular una respuesta complementaria que no satisfizo el requerimiento 3, ya que además de dejar de considerar que a través del numeral en cita se solicitó respecto de cada uno de los servidores públicos el monto de ahorro acumulado de 30 de septiembre de 2012 y no así el monto de ahorro acumulado al cierre del Ejercicio Fiscal 2012, también dejó de considerar que dicho planteamiento implicaba, además del monto de las aportaciones realizadas por la Contaduría aquellas aportaciones realizadas por los servidores públicos beneficiados por la prestación del fondo de ahorro, información que era susceptible de ser clasificada como confidencial, por lo que resultó procedente entrar al estudio del fondo. En este sentido, la respuesta emitida en atención a los numerales 1 y 2 no fue impugnada, por lo que quedó fuera de la Litis. 

Por su parte, del análisis a la respuesta en atención del punto 3 se advirtió que transgredió el derecho de acceso a la información del recurrente, pues contrario a lo aseverado por el ente recurrido con la información proporcionada en atención a los numerales 1 y 2 no se puede obtener la información solicitada en el punto 3; por lo que en ese sentido resultó fundado el agravio expresado.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordene al ente obligado que emita una nueva en los términos precisados en el considerando cuarto de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- De acuerdo con el sentido de la resolución. Sin embargo, me parece que la orden es contradictoria, ¿no? Y tal vez excesiva y menciono por qué.

En las consideraciones del proyecto se estipula claramente que se solicitó respecto de cada uno de los servidores públicos el monto de ahorro acumulado al 30 de septiembre del 2012, no así el monto entre el 1° de enero y el 30 de septiembre, son cosas distintas, un trabajador puede tener acumulado mucho más dinero si tiene más años trabajando.

Entonces, me corte al 30 de septiembre, dado que tengo años trabajando, pues es distinto del trabajador que tenga distinta antigüedad, ¿no?

Eso se aclara aquí perfectamente en las cuestiones del proyecto y sin embargo, en la orden que se le está dando, en el punto 2 se dice: En relación con el monto de ahorro acumulado del 1 de enero del 30 de septiembre de 2012, respecto de las aportaciones realizadas por los servidores públicos administrados por el fondo de ahorro, etcétera, etcétera.

Entonces, consejo del proyecto, pues lo toma en una forma, en la orden ya lo están dando totalmente la vuelta.

Luego, también se dice que se clasifique en ese mismo numeral 2, que se clasifique como confidencial y sin embargo, en el numeral 3 se dice que emita un pronunciamiento categórico, el monto de ahorro acumulado y, en su caso, le conceda a la particular su acceso en el estado que obra en sus archivos. Entonces, bueno, en qué estamos, es confidencial o le ordenamos que le dé el acceso en sus archivos.

Y luego en el 4, creo que ahí sí meten autogol o gol o lo que sea, porque ahí di                                                                                                  ce: En caso de no poseer la información en los mismos referidos del numeral anterior, el ente obligado deberá conceder al recurrente el acceso a los recibos de transferencia electrónicos que contengan el sello y la certificación correspondiente, que entregue la información financiera que administra el fondo de ahorro, ¿no?

Es decir, ésta es la parte que me parece excesiva, en virtud de que si nos vamos únicamente al requerimiento del solicitante, que es muy claro y dice para cada uno de los servidores señalarme el monto de ahorro acumulado a la fecha de mi interés, ¿no? A la fecha de mi interés que es al 30 de septiembre de 2012, literalmente.

Entonces, de ahí de dónde sacamos que le daba, en su caso, dar acceso a las transferencias, a las fichas que contengan el sello y la certificación correspondiente a las solicitudes bancarias.

Creo que eso es, esta parte es excesiva y lo otro es contradictorio; por lo cual yo sugeriría armonizar la orden que estamos dando de acuerdo al requerimiento que está muy claro por parte del solicitante.

Es cuanto.  
C. OSCAR GUERRA FORD.- Sin más, perdón, Alejandro Torres, Comisionado, perdón.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Algunas consideraciones, a ver qué les parece, bueno.

También de acuerdo con el sentido del proyecto. Sin embargo, yo sugeriría modificar el sentido de la orden, haciendo una serie de ajustes en la orden de la siguiente forma para poder llegar a la siguiente conclusión y sugeriría una redacción.

Primero. Formule pronunciamiento categórico para informar a la particular si por cada uno de sus servidores públicos con derecho a la prestación fondo de ahorro, posee en sus archivos y respecto de las aportaciones realizadas por la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, detenta el monto de ahorro acumulado del 1 de enero al 30 de septiembre, bueno, -con la salvedad que está señalando- de 2012 y, en su caso, le conceda a la particular su acceso en la modalidad solicitada.

Segundo. En caso de no detentar la información en los términos antes señalados, con fundamento en el Artículo 54 de la Ley de la materia, deberá proporcionar la información en la forma en que se encuentre en sus archivos, ofreciendo otras modalidades de acceso, haciendo entrega de la misma, previo pago de los derechos que, en su caso, impliquen los materiales de reproducción en términos de lo previsto en el Artículo 249 del Código Fiscal del Distrito Federal, debiendo exponer, en este último caso, los motivos y fundamentos que justifiquen el cambio de la modalidad.

Tercero. En caso de que a la información pudiera tener el carácter de acceso restringido en su modalidad de confidencial, deberá seguirse el procedimiento establecido en los artículos 36, 38, 41 primer párrafo, Artículo 50 y 61 fracción XI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como el numeral 9 fracción II de los Lineamientos para la Gestión de Solicitudes de Información Pública y de Datos Personales, a través del Sistema INFOMEX del Distrito Federal y dar acceso a la versión pública de la misma. Eso hasta ahí.

Ahora, en la parte del proyecto y esto es una consideración que pongo aquí en el Pleno, si valdría la pena retomar qué dicen los lineamientos que operan, los Lineamientos Generales de este fondo, porque dice: Para efectos de los presentes lineamientos se entenderá por participante a todo trabajador que se encuentre inscrito en el fondo de ahorro y después del fondo de ahorro se entiende lo siguiente:

El monto constituido por las aportaciones hechas por los participantes y por la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, así como, y ésta es la parte que a mí me interesa, así como los rendimientos derivados de su inversión y de los préstamos otorgados.

Es decir, el fondo de ahorro en el proyecto se establece como que fuera nada más dos componentes, lo que aporte la Contaduría y lo que aporte el trabajador, siendo que por la propia definición que trae los lineamientos, hay otros dos componentes que es los rendimientos, puesto que está en un banco, más los préstamos, es un decir, réstale, porque pues también tiene la posibilidad de ellos, en un momento dado, retirar y sobre sale lo último, pero eso de los rendimientos y los préstamos es información que sólo sabe el banco, porque es el que administra, pues este fondo de cada trabajador. Entonces, y es información que no va a tener la Contaduría Mayor de Hacienda y aunque la tuviera, finalmente ya es parte del patrimonio de la persona, pero nunca se menciona en el proyecto estos otros dos componentes y creo necesario que también se incorporen, ¿no? 

Que en el fondo de ahorro lo constituyen, lo que aporta la Contaduría Mayor de Hacienda, el porcentaje, por cierto, que haya definido el trabajador más el porcentaje que haya aportado el trabajador de manera voluntaria más los rendimientos generados por la Institución y menos el préstamo otorgado, en su caso, pero estos dos son componentes, solamente la Institución financiera lo conoce.

Entonces, creo nada más importante aclararlo, porque por ejemplo, digamos, en la página 34 dice y agarro ya el párrafo a partir del cuarto renglón, una de las características del fondo de ahorro sobre el cual versa la información de su interés, es que dicha prestación se constituye con aportaciones que realizan los trabajadores del ente obligado, de acuerdo con el porcentaje por éstos elegido, cantidad equivalente al 2 por ciento, 4 por ciento, o 5 por ciento de su sueldo tabular, así como en igual porcentaje de lo aportado por la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

Creo que ahí valdría la pena también poner esto que estoy comentando de que también se integra lo de los rendimientos y los préstamos, lo mismo ocurre en la página 35 donde también se hace el señalamiento de cómo se compone el fondo de ahorro, sin mencionar lo de los rendimientos y los préstamos. Lo mismo en la página 36 en dos momentos también, creo al final del párrafo, donde dice recordado lo previo, ahí creo que también cabe señalar, así como los rendimientos, etcétera, etcétera, el siguiente párrafo también, cuando nos dice en ese tenor considerando que las aportaciones relativas al fondo de ahorro del interés de la recurrente pueden ser divididas en los grupos consistentes en:

a) Las realizadas por el ente obligado.

b) Las que realizan los servidores públicos a través de las retenciones que efectúa la autoridad responsable. Y yo pondría.

c) Los rendimientos.

d) El préstamo, en su caso, ¿no?

En fin, en total, que armonizar todo el proyecto con esta consideración que les estoy planteando.

Gracias.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Voy de acuerdo con lo que se ha dicho, creo que obviamente hay que cuidar mucha información confidencial que puede haber ahí. Obviamente el asunto de los fondos, digamos, es información pública, nos queda claro, pero solamente la cantidad, digamos, la parte, obviamente la parte que aporta la Institución, o sea, el recurso público, ya el que aporte a la mejor es un recurso privado, que tiene que ver con su patrimonio, igual el asunto de los préstamos, qué bueno que el Comisionado Alejandro Torres remarca este asunto, para que el Comité de Transparencia, en su caso, digamos, de no poder dar sólo el dato de manera electrónica se vaya vía copia simple, pues sea muy cuidadoso, digamos, en esta versión pública, ¿no?

No, pero a lo que yo iba, yo iba a un asunto que era más de forma, pero la forma a veces es importante.

En primera instancia sugiero eliminar el análisis realizado al agravio enmarcado con la letra b del considerando segundo, ya que en dicho considerando se analizan las causales de improcedencia y sobreseimiento y se debe incorporar en el considerando cuarto, ya que en éste es donde se hace el estudio del fondo del proyecto, esto es donde se determina la procedencia de los agravios, fundados, infundados, operantes o inoperantes, etcétera, ¿no? Nada más.

Comisionado David Mondragón, perdón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, también de acuerdo con lo que se ha mencionado, con alguna acotación, ¿no?

Lo primero, yo creo que es importante resaltar que esta información es información en un rubro, no en una parte, es información pública el recurso, corresponde a la fracción VI del Artículo 14, que dice a la letra: Remuneración mensual, bruta y neta de todos los servidores públicos por sueldos o por honorarios, incluyendo todas las percepciones, prestaciones y sistemas de compensación en un formato que permita vincular a cada servidor público con su remuneración.

Parte de eso es público, pero además, como bien dice el Comisionado Presidente, una cuestión es que le den la percepción que obtiene por este fondo de ahorro de manera mensual y que se haya expresada en la página de internet y otra cosa es que le pidan el acumulado, lo cual ya es una cuestión distinta, que puede caber, como bien lo menciona el Comisionado Alejandro Torres, en cuestiones de información confidencial, dado que una parte es patrimonio, puede ser parte del patrimonio.

Y lo último, nada más acotar que, me parece que sí, efectivamente el ente debe tener esa información, porque aquí en el caso del Instituto, como nos constará a varios, cuando uno pide retirar una parte o pide su estado de cuenta, a uno se lo brindan y le brindan cuánto aportó uno, cuánto aportó la empresa y cuántos son los rendimientos financieros.

Entonces, está completo el paquete pero, en su caso, habría que el ente definir qué parte es información confidencial, fundamentar y motivar el tema para decir qué monto es el que le da, pero lo dejamos en que el ente fundamente y motive esa parte.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias, sí, de acuerdo con lo que dice el Comisionado Mondragón respecto de que el ente aclare, ¿no? Y además yo creo que con el propio contrato que se tiene con la Institución Financiera, sí tiene o no esa información, porque a veces algunos contratos en otras instituciones, y bien aquí en el Instituto se maneja como lo dice el Comisionado Mondragón, pero en otros casos, en otros contratos esa información ya no regresa, respecto de los rendimientos ya no la tiene el ente en algunos contratos.

Entonces, sí sería bueno que el ente y que lo fundamente y que lo exponga bien, si tiene la información pues, en su caso, ¿no? Y además cuidando la parte de la confidencialidad de la información respecto del patrimonio del trabajador, ¿no? Y para que quede muy, muy claro al recurrente, ¿no? 

Y para llegar a la orden que se propone, pues se tendrán que hacer los ajustes correspondientes al análisis del proyecto, nada más quería señalar eso, ¿sí?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no hay más, señores comisionados, voy a someter a votación este recurso.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 2048, Contaduría Mayor de Hacienda el sentido sea modificar, pero bueno, con una serie de observaciones, sobre todo a la orden, que voy a tratar de resumir las que se han dicho y obviamente retomaríamos el documento del Comisionado Alejandro Torres y la intervención del Comisionado David Mondragón, que harán llegar a la Secretaría Técnica para el engrose, ¿no? Pero bueno, voy a mencionar las más importantes.

Se formule si en sus archivos se encuentre la información solicitada. En caso de tenerla, entregarla  o fundar otra modalidad y fundar y motivar el cambio de modalidad, si fuese el caso. 

En caso de, digamos, de que ésta contenga información restringida ésta deberá procesarse bajo el Artículo 50 con el objeto de que se haga una versión pública donde obviamente se cuide y se teste toda aquella información de carácter confidencial y solamente se haga entrega aquella información que es pública y que mucha, bueno, parte de ésta es información hasta de oficio.
Establecer la definición de fondo de ahorro con sus diversos componentes para razonar, digamos, más la orden en términos de que hay una parte que es pública, pero hay otras partes, como son las del trabajador, los rendimientos, los préstamos, etcétera, que son, digamos, información de tipo confidencial y bueno, simplemente, la de forma, que el agravio b), se saca del considerando dos y se pase al considerando cuatro. 

Los que estén de acuerdo con este sentido de la resolución, bueno, y ajustar el proyecto, obviamente, con los documentos, digamos, que ha leído el Comisionado Alejandro Torres y las intervenciones del Comisionado David Mondragón. Entonces, los que estén de acuerdo con esto, que el sentido sea modificar con estas series de modificaciones, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.2048/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso 2055.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal, expediente RR.SIP.2055 de 2012.

De un predio ubicado en la Colonia Guerrero, se requirió conocer si existía alguna orden, petición, solicitud de recuperación, desalojo, obtención, demolición de predios por parte del Instituto de Vivienda del Distrito Federal hecha al Gobierno Central del Distrito Federal.

El ente obligado respondió que la coordinación de apoyo al Comité de Patrimonio Inmobiliario y Enlace Institucional, así como la Dirección de Administración Inmobiliaria señalaron que después de realizar una búsqueda exhaustiva en sus archivos, no se localizó la documentación solicitada. Asimismo, orientó al particular para que realizara la solicitud a la totalidad de los entes sujetos a la ley de la materia para lo cual remitió al solicitante el padrón de entes obligados.

El recurrente se inconformó porque no se entregó la información aún y cuando la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal debía contar con la información relativa a los desalojos solicitados por el INVI, aunado a que se transgredió su derecho de acceso a la información.

En este sentido y realizado el análisis a la normatividad aplicable al ente obligado, se determinó que si bien sus unidades competentes se pronunciaron en el sentido de no haber localizado la documentación solicitada, lo cierto es que la orientación hecha no estuvo apegada a la Ley de la materia, ni a su Reglamento, motivo por el que los agravios resultaron parcialmente fundados.

Por otro lado, al realizar el estudio hecho tanto de la página de la Secretaría de Gobierno como a una solicitud diversa hecha a la Secretaría de Seguridad Pública, se advirtió que la primera en mención fue la coadyuvó y solicitó al desalojo del inmueble descrito en la solicitud, motivo por el que el ente recurrido debió orientar a la dependencia señalando los datos de contacto a efecto de que emitiera un pronunciamiento al respecto.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta del ente obligado.

 C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado David Mondragón Centeno.

 C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. 

Yo veo que este recurso, el 2055, pues está muy parecido o más bien es casi igual al que sigue, que es el 2056, tal vez por eso los comisionados Oscar Guerra y Mucio Israel Hernández, se reservaron el 2056, pero yo me fui al revés y tomé el anterior, ¿no?

Bueno, el punto aquí es que es la misma pregunta en las dos solicitudes de información y en un caso estamos ordenando que se oriente al particular a la Secretaría de Gobierno y en el otro caso le estamos ordenando que oriente al Instituto de la Vivienda, ¿no?

Y en los dos casos, pues orientan pero no canalizan y entonces esto también tiene que ver con el recurso que acabamos de ver 1992, Delegación Benito Juárez, donde también orienta, no canaliza como debe de ser y en la orden sí le estamos pidiendo que canalice.

Entonces, digamos, que hay una discordancia entre estos dos el 2055 y 2056 y éstos a su vez con el anterior que acabamos de resolver donde sí se le ordena que canalice.

Entonces, yo lo que pediría, pues es que efectivamente se haga, se les ordene a todos que canalicen los dos y si no fuera el caso, pues sí me gustaría saber por qué, ¿no? Cuál es el argumento para en uno ordenarlas que se canalice.

Y el otro, pues de alguna forma ver que en el Jurídico la forma de repartir los proyectos, no sé si sea por pares, por nones o cómo es el asunto, sino por similitud de casos, ¿no?

Es decir, que haya un “front” en el Jurídico, un analista que diga, a ver, éste se parece a éste o por lo menos en este caso que es el extremo, es que es la misma pregunta a dos entes, no podemos resolver distinto, para que de esta manera aminoremos de manera de lo posible la discordancia cuando es un caso muy, muy similar, ya sabemos que todos tienen sus diferencias, pero son muy, muy similares y estamos dando órdenes, pues que no son armónicas, por decirlo así. Gracias.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No, absolutamente de acuerdo con la exposición del Comisionado David Mondragón.

Así están en el presente caso que es el 2055, habría que orientar al particular para que presenten su solicitud ante el INVI y en el otro ante la Secretaría de Gobierno, básicamente para hacerlos discordantes, pero…

C. OSCAR GUERRA FORD.- Ahorrémonos el otro.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Exactamente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, entonces voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 2055, Oficialía Mayor el sentido sea modificar, pero obviamente incluyendo la orientación al INVI, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.2055/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente y similar recurso 2056.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Consejería Jurídica y de Servicios Legales del Distrito Federal. Expediente RR.SIP.2056 de 2012.

Se requirió saber si existía alguna orden, petición, solicitud de recuperación, desalojo, obtención, demolición, de predios del Instituto de la Vivienda por parte del Director Jurídico o Director Antonio Revah Lacouture  hecha al Gobierno Central del Distrito Federal o a alguna institución o autoridad.

En respuesta, el ente obligado orientó al particular para que presentara su solicitud ante el INVI, ya que la información solicitada se refería a actos de un servidor público adscrito al mismo.

El recurrente se manifestó en el sentido de que fue afectado en su derecho a conocer la información, pues de acuerdo con el Secretario Héctor Serrano era competencia del ente obligado el saber todas las diligencias en relación a desalojos, recuperaciones y proyectos de predios que ejecutaba el Instituto de la Vivienda.

En ese sentido, se determinó que si bien de la simple lectura de la solicitud del particular, era correcto que el ente recurrido haya orientado al particular para que presentara su solicitud ante el Instituto de la Vivienda, porque tal como lo indicó, se refería a actos donde un servidor público que pertenece a dicho ente obligado, pretendiendo garantizar con ello el derecho de acceso a la información del recurrente.

Lo cierto es que ello no era suficiente, pues tampoco debió pronunciarse sobre si cuenta o no con lo solicitado, dado que el requerimiento se planteó de manera directa a la Consejería Jurídica de Servicios Legales, debiendo pronunciarse de manera fundada y motivada sobre si cuenta con ella, máxime que cuenta con áreas como la Jefatura de Unidad Departamental de Asuntos Civiles, adscrita a la Dirección General de Servicios Legales que ejecutan las acciones tendientes a recuperar los inmuebles de propiedad del Gobierno del Distrito Federal.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que formule un pronunciamiento sobre si cuenta o no con la información solicitada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muy rápido, uno, bueno, homogeneizar el análisis con el 2055 y esto sea canalizarlo a la Secretaría de Gobierno, como ya se dijo, y simplemente tomar en cuenta aquí como sí lo que estamos señalando al final es que señale los motivos y fundamentos por los cuales no cuenta con la información porque no es competente, pero no le decimos oye, dime por qué la Secretaría de Gobierno es competente o por qué el INVI es competente, ¿no? Simplemente.

Si no hay más, ah, Comisionado Mucio Israel, perdón.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Absolutamente de acuerdo con lo que dice el Comisionado Presidente y nada más para los efectos del engrose que se incorporan en ambos proyectos, 2055 y 2056, los análisis correspondientes que nosotros hacemos respecto a las competencias del INVI y la Secretaría de Gobierno.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, si no hay más comisionados, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 2056, Consejería Jurídica el sentido sea modificar, pero homogeneizando con el 2055 y orientando a la Secretaría de Gobierno y obviamente incluir en el proyecto el análisis de competencias que hacemos de estos dos entes y de por qué pueden detentar dicha información. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.2056/2012

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 0226.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Consejería Jurídica y de Servicios Legales. Expediente RR.SIP.0226 de 2013.

Se requirió el estado procesal en el que se encontraba un juicio laboral, promovido en contra del Gobierno del Distrito Federal, conocer los actos objeto de la demanda, el año en que fue iniciado y el cargo inmediato anterior de dicha persona en la Dirección General, Jurídica y de Estudios Legislativos, previo a la presentación de dicha demanda.

El ente obligado fue omiso en dar respuesta a la solicitud de información. El recurrente se inconformó con la falta de respuesta a la solicitud.

Del estudio hecho a las constancias integradas al expediente como a las diversas gestiones de la solicitud, a través del Sistema INFOMEX,  por  parte del ente obligado se advirtió que éste fue omiso en dar respuesta dentro del plazo legal establecido en el Artículo 51, motivo por el cual se configuró la omisión de respuesta atribuida al ente recurrido.

El sentido del proyecto es ordenar al ente obligado que emita una respuesta a la solicitud de información y la proporcione sin costo alguno, dando vista a la Contraloría General al quedar acreditada la omisión de respuesta.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Este asunto, bueno, la propuesta es una reposición de procedimiento, lo hemos platicado de antemano, simplemente y voy a leer las razones, ¿no?

Este asunto fue tramitado por omisión de respuesta bajo el procedimiento de diez días al que se refiere el Artículo 86 de la Ley en la materia. Sin embargo, considero que ésta no resultaba aplicable por lo siguiente:

Si bien, en una parte del formato el particular señala que la autoridad omitió dar respuesta a sus solicitudes, en otra parte refiere que el motivo de su inconformidad es la reserva de información contenida en el oficio CGSL/OIP/176 del 2013, notificado al 7 de febrero del 2013. Lo que deja ver que en realidad el acto impugnado es la respuesta contenida en este oficio, más no una omisión de respuesta.

Por lo anterior, se pone a consideración de este Pleno ordenar la posición del procedimiento desde el auto de admisión con el objeto de que la Dirección Jurídica y Desarrollo Normativo emita otro que tomé en cuenta la actualidad de las manifestaciones expuestas por el recurrente en su recurso de revisión. 

Resultando pertinente mencionar que este Pleno cuenta con atribuciones para ordenar la citada disposición con fundamento en el numeral XXIX que dice lo siguiente: 

Cuando el Pleno advierta que existen violaciones al Procedimiento que pudieran dejar sin defensa alguna de las partes, podrá ordenar a la Dirección que ésta regularice sus actuaciones. 

Bueno, lo que ya decía, el cual niega que cuando se adviertan violaciones y que puedan dejar indefensas las partes, ¿no?

Entonces, la propuesta señores comisionados como ha sido ya comentada por todos nosotros, pues es simplemente la reposición del procedimiento con el objeto de garantizar el derecho a las partes, ¿no?

Comisionado Alejandro Torres. 

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Nada más para precisar la lectura que hizo de la clave alfa numérica del oficio es CJSL/OIP/176/2003 porque se mencionó otra CG. Entonces, nada más para clarificar eso. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias Comisionado, sí para que quede totalmente.

Entonces, voy a someter a consideración. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que este recurso se reponga el procedimiento, favor de manifestarlo. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad ingerir el análisis, resolución de este recurso en tanto que se va a reponer el procedimiento correspondiente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al recurso 0226. 

No, perdón, perdón, perdón, pero ya me estoy saltando el recurso, no ya lo estoy repitiendo, el recurso 0168, perdón.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Ciencia,  Tecnología e Innovación del Distrito Federal. Expediente RR.SIP.0168 de 2013. 

Se solicitó copia de todos y cada uno de los pagos en efectivo y/o en especie a favor de Túpac Ernesto García Fernández. 

Por su parte el ente obligado fue omiso en dar respuesta a la solicitud de información. 

El recurrente se inconformó por la falta de respuesta a la solicitud de información. Ahora bien, una vez analizadas las constancias que integran el expediente no se advierte la existencia de documento alguno que acredite la notificación de una respuesta a la solicitud de información dentro del plazo establecido en el Artículo 51 de la Ley de la materia.

El sentido del proyecto es ordenar al ente obligado que emita una respuesta a la solicitud de información y conceda el acceso a la misma sin costo alguno. 

Se da vista a la Contraloría General del Distrito Federal al quedar acreditada la omisión de respuesta. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Luis Fernando Sánchez. 

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Estas observaciones, para no repetirlas es para los recursos 0168, 0171 y 0173 aparte ya cuando en su momento se lea el 0171 y 0173, traigo otras observaciones, pero éstas que voy a mencionar es para estos tres recursos. 

De acuerdo con el sentido de los proyectos; sin embargo a efecto de dar mayor claridad a las resoluciones así como a brindar certeza jurídica a la particular, se sugiere precisar en los proyectos que al momento de presentación de las solicitudes de información, así como durante el transcurso del plazo en el cual se debieron gestionar, el Instituto de Ciencia y Tecnología del Distrito Federal era el competente para dar trámite a las solicitudes, además de que a la fecha de la interposición de los recursos de revisión, seguía siendo dicho ente el competente para atenderlos.

No obstante lo anterior, en virtud del Artículo 4° transitorio del decreto por el que se expide la Ley de Ciencia y Tecnología e Innovación del Distrito Federal y se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 29 de enero del 2013, para efecto del trámite y atención de los recursos de revisión, será la Secretaría la competente para atenderlos y concluirlos.

Además, a efecto de fortalecer los proyectos, se sugiere precisar que mediante el acuerdo, mediante el cual se actualiza el padrón de entes obligados al cumplimiento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal y de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal se aprobó la incorporación al padrón de entes obligados al cumplimiento de la Ley de Transparencia y la Ley de Protección de Datos Personales de la Secretaría de Ciencia y Tecnología e Innovación del Distrito Federal.

Asimismo, es conveniente precisar en los recursos de revisión que fueron interpuestos en contra del Instituto de Ciencia y Tecnología del Distrito Federal que la competente es la hoy Secretaría de Ciencia y Tecnología e Innovación del Distrito Federal, así como hacer las referencias correspondientes a lo largo de los considerandos, resultandos y resolutivos respectivos en las tres resoluciones mencionadas.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, si no hay más, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 0168, Secretaría de Ciencia y Tecnología e Innovación del Distrito Federal sea, ordene atienda la solicitud de información y se dé vista por omisión de la misma, pero, digamos, se observe lo siguiente, lo cual se repetiría para el 0168, 0171, 0173 se incluya de manera conjunta al Instituto de Ciencia y Tecnología y la Secretaría de Ciencia y Tecnología y, digamos, se incluya lo que leyó el Comisionado Luis Fernando Sánchez, con el objeto, digamos, de aclarar perfectamente esta transición de estas dos instituciones, ¿no? Sobre el mismo, pero bueno una transformación del Instituto a Secretaría. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0168/2013 y estas consideraciones se aplicarán a los proyectos 0171 y 0173.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación del Distrito Federal, expediente RR.SIP.0171 del 2013.

Se solicitó el nombre de los 25 proyectos de innovación apoyados por la Consultoría ISIS, así como los titulares de cada uno de ellos, nombre del personal que visitó o visitará la Sede de ISIS en Oxford.

El ente obligado fue omiso en dar respuesta a la solicitud de información, el recurrente se inconformó con la falta de respuesta a su solicitud. Asimismo señaló que no se notificó la prórroga para dar respuesta, una vez determinado lo anterior y del estudio hecho a las consideraciones agregadas al expediente como a las diversas funciones de la solicitud de información en el Sistema INFOMEX por parte del ente obligado, se advirtió que fue omiso en dar respuesta dentro del plazo legal establecido en el Artículo 51 de la ley de la materia, motivo por el que se configuró la omisión de respuesta atribuida al ente recurrido.

El sentido del proyecto es ordenar al ente obligado que emita una respuesta a la solicitud de información y proporcione sin costo alguno. Se da vista a la Contraloría General del Distrito Federal al haber acreditada la omisión de respuesta.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente 
C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración comisionados.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, igual. Es la misma observación del 0171 y el 0173, es la mismita, para también evitar leerlo dos veces.

En la página cuatro, considerando primero, se señala la normatividad en la cual se funda el presente recurso, señalando numeral 19, fracción I del Procedimiento para la Recepción, Substanciación, Resolución y Seguimiento de los Recursos de Revisión interpuestos ante el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal como fundamento legal para la omisión de respuesta.

Sin embargo, se sugiere, ya que se deja fuera de la normatividad utilizada para el caso concreto, adicionar y agregar a dicho considerando el numeral 10, fracción III, inciso a) del Procedimiento para la Recepción, Substanciación, Resolución y Seguimiento de los Recursos de Revisión interpuestos ante el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales respecto de que se requiera al ente obligado para que alegue a lo que su derecho convenga dentro del plazo de tres días hábiles, debiendo manifestarse respecto de la existencia de respuesta o no a la solicitud presentada, facultad que tiene la Dirección Jurídica, únicamente para los casos de omisión de respuesta.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Señores comisionados, voy a someter a votación el recurso 0171, Secretaría de Ciencia y Tecnología.

Aquellos que estén de acuerdo que el sentido sea ordenarle atienda la solicitud de información y se dé vista por omisión de la misma y en la página cuatro incorporar el vigésimo primero del Procedimiento de Atención a Recursos de Revisión el cual se repetiría también para el 0173. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El vigésimo, fracción III.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Que se incorpore el vigésimo, fracción III en la página cuatro en el recurso 0171 y 0173. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0171/2013, se incorporará también en el 0173 la observación.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 0173.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Ciencia y Tecnología e Innovación del Distrito Federal, expediente RR.SIP.0173 de 2013.

Se requirió el monto total entregado al Teatro Cabaret, Las Reinas Chulas A. C. por la tercera temporada de “Gregoria la Cucaracha”.

El ente obligado omitió dar respuesta a la solicitud de información.

El recurrente se inconformó con la falta de respuesta a la solicitud, asimismo señaló que no se notificó prórroga para dar respuesta.

Una vez hecho el estudio a las constancias del expediente como a las diversas gestiones de la solicitud de información a través del Sistema de INFOMEX por parte del ente obligado, se advirtió que fue omiso en dar respuesta dentro del plazo legal establecido en el Artículo 51 de la ley de la materia, motivo por el que se configuró la omisión de respuesta atribuida al ente recurrido.

El sentido del proyecto es ordenar al ente obligado se emita una respuesta a la solicitud de información y la proporcione sin costo alguno. Se da vista a la Contraloría General del Distrito Federal al haber quedado acreditado la omisión de respuesta.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo, obviamente  con el sentido de la resolución, no es ninguna cuestión relacionada con el recurso, pero creo que es importante, simplemente, mencionarlo, como sabemos, pues hubo un cambio, no solamente del Instituto a  Secretaría, sino del titular del mismo y la gente que está encargada de la oficina de información pública vino a visitarnos al Instituto, creo que estuvo con varios de nosotros, pues para comentarnos una cuestión que obviamente nos sobrepasa a nosotros, nos queda claro, pero que en su momento podrá ser considerado por el Órgano de Control Interno, que se refiere que no hubo una entrega de recepción, aunque nosotros insistimos en los oficios, dijimos, está todo esto pendiente, o sea, que inclusive ya hay que entregar.

La clave para acceder al Sistema INFOMEX no la tuvo ella, no por problemas nuestros, pero finalmente son cuestiones que serán atenuantes, por llamarlo de alguna forma a la hora que el Contralor levantara una acta circunstanciada, de la cual no hicieron copia, qué bueno pero obviamente es una documentación que el Instituto simplemente es para conocimiento porque, digamos, será en su momento el Órgano de Control quien tendrá que valorar, pues estas series de circunstancias que impidieron, en su momento, pues  dar respuesta, no se podía acceder ni al propio sistema, digamos, para saber si sí había o no había solicitud.

Simplemente para dejar esto en un simple comentario, obviamente nuestras resoluciones están basadas en términos de la ley.
Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del recurso 0173, Secretaría de Ciencia y Tecnología, ya con las modificaciones del 0171 que manifestó el Comisionado Luis Fernando Sánchez. Los que estén de acuerdo en que se ordene atienda la solicitud y  se dé  vista por omisión de la misma, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0173/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, señores comisionados vamos a pasar a aquellos recursos que no han sido reservados por ningún señor comisionado y bueno, obviamente, en los cuales si hay alguna también de forma, podrá ser el momento para ponerlos en la mesa.

Entonces, iniciaríamos con el recurso 1993.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito  Juárez, expediente RR.SIP.1993 del 2012.

En relación con las obras de mejoramiento urbano en el tramo comprendido entre Río Churubusco y Real de Mayorazgo, mencionadas por un servidor público en reuniones informativas, se requirió que se expidiera copia simple o versión pública de los documentos en los que se especificara a que se refirió con obras de mejoramiento urbano. Asimismo, informara si dichas obras correspondía al Plan Maestro de la obra de desarrollo denominada “Ciudad Progresiva”.
Como respuesta se entregó versión publica de manifestaciones de construcción tipo “b” o “c” y sus modificaciones, solicitudes de las licencias de construcción especial y licencias de construcción especial del predio ubicado en Avenida Mayorazgo número 130, Colonia Xoco, Delegación Benito Juárez.
El recurrente se inconformó al señalar que se entregó información no solicitada.

En este sentido y de la revisión a los documentos entregados por el ente obligado, se advirtió que proporcionó información diversa a la requerida, transgrediendo el principio de congruencia, previsto en el artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal.

Ahora bien, de las constancias del expediente se desprende una nota informativa de la que se advierte que la Dirección General de Participación Ciudadana del ente recurrido, convocó a una reunión informativa a fin de dar a conocer las acciones de mejoramiento urbano en el tramo comprendido entre Río Churubusco y Real de Mayorazgo en uno de los días y hora del interés del particular, lo que lo coloca en posibilidades de emitir un pronunciamiento categórico a lo solicitado por el particular.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que emita un pronunciamiento congruente y categórico a los requerimientos del particular.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 1993, Delegación Benito Juárez, sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1997 de 2012.

Se formularon cinco requerimientos relacionados con las averiguaciones previas enunciadas por el ente obligado por accidentes de tránsito en 2011 y 2012, así como tres planteamientos concernientes a las personas atropelladas en accidentes vehiculares en el mismo período.

El ente obligado respondió que lo solicitado no se encontraba desagregado con las características requeridas, en virtud de que no se iniciaban averiguaciones previas por accidentes de tránsito, motivo por el cual no era posible proporcionar lo solicitado en el modo requerido.

El recurrente se inconformó al manifestar que no se entregó la información solicitada.

Ahora bien, una vez realizado el análisis a la respuesta impugnada se advirtió que el ente obligado condicionó el ejercicio del derecho de acceso a la información al particular, al uso de un lenguaje técnico para acceder a la información de su interés, pues si bien el delito de accidente de tránsito no se encuentra previsto como tal en el ordenamiento penal local, también lo es que el ente recurrido debió orientar y asesorar al solicitante con el objeto de aclararle que la información correspondía al delito con motivo de tránsito de vehículos, asimismo revisadas las constancias del expediente, se concluyó que la Procuraduría cuenta con lo solicitado en los dos requerimientos planteados pero no en medio electrónico.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que haciendo las aclaraciones que estime pertinentes emita pronunciamientos categóricos a los cuestionamientos del particular y entregue la información que detente en los dos requerimientos planteados en la modalidad en que coste en sus archivos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1997 Procuraduría General, el sentido sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad, expediente RR.SIP.2060 de 2012.

Se requirió la agenda de actividades de enero a octubre de 2012 del Director General del Instituto y demás documentación que diera cuenta de las actividades desarrolladas por el funcionario en ese período.

El ente obligado respondió que las atribuciones del funcionario del Instituto, estaban previstas en los Artículos 47 y 48 de la Ley para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad y que las actividades del funcionario se encontraban reflejadas en su informe de gestión.

El recurrente se inconformó al manifestar que la información proporcionada en la respuesta, no correspondía con lo requerido.

Ahora bien, una vez valorado el contenido de la respuesta impugnada, se advirtió que la información proporcionada no correspondió con la requerida y por ello es contraria a lo establecido al Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, de aplicación supletoria a la ley de la materia, ya que carece de uno de sus elementos de validez, por lo cual el agravio hecho valer es fundado.

Por lo tanto, el ente recurrido debe conceder al particular el acceso a la información toda vez que tiene las atribuciones para generarla en término de lo establecido en el apartado séptimo, punto uno del Manual de Organización del Instituto para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta impugnada y ordenarle al ente obligado que conceda al particular el acceso a la información.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, yo creo que podríamos, podríamos tener una orden más categórica a la cual podré decir que el ente debe emitir un pronunciamiento categórico en el que señale si cuenta con la agenda de trabajo del Director del Instituto, en caso de poseerla deberá entregarla al particular, preferentemente en la modalidad elegida, medio electrónico, que puede ser la posibilidad, hoy hay ya muchos instrumentos, la agenda de este Instituto se lleva de forma electrónica o, en su caso de no contar con esta modalidad deberá proporcionarla previo pago de derechos y sólo para el caso en que se caiga en una de las causales de excepción que marca la propia ley, deberá entregarla en consulta directa.

Si no hay más, vamos a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 2060 Instituto de Integración, el sentido sea revocar, simplemente precisando o haciendo más categórica la orden en el sentido señalado, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP. 2060/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso 2116.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Azcapotzalco, expediente RR.SIP.2116 de 2012.

Se solicitaron datos estadísticos relativos a los camiones con los que contaba cada delegación, desglosado por número de camiones, número de cada tipo de camiones y año de fabricación.

El ente obligado proporcionó una relación con datos relativos a períodos de fabricación de dichos vehículos de interés del particular, cantidades correspondientes a los períodos de tiempo, tipo de vehículos y cantidades de cada uno de ellos.

El recurrente se inconformó al manifestar que el ente obligado no proporcionó la información por año de fabricación de cada unidad.

En ese sentido considerando que el recurrente no formuló agravio alguno respecto a la respuesta dada a los requerimientos uno y dos, motivo por el cual quedaron fuera de la litis. En cuanto al numeral tres, del estudio a las documentales que conforman la respuesta impugnada, se advirtió que el ente obligado sólo proporcionó información respecto de los diversos rangos de año de fabricación, sin pronunciarse de manera categórica, si contaba con la información con el nivel de desglose requerido, consecuentemente resulta fundado el agravio en estudio, toda vez que la respuesta no cumplió con el principio de exhaustividad, requisito de validez previsto en el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de aplicación supletoria de la ley de la materia.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y ordenarle al ente obligado que emita una nueva debidamente fundada y motivada en la que dé acceso a la información identificada con el numeral tres.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, pero creo que en la orden podríamos incluir que haga una aclaración en relación a la primera información que le dio y luego a la segunda, porque hay diferencia y entonces, con esta aclaración, pues le genere la certeza que le estamos pidiendo, ¿no? Nada más.

Entonces, si no hay más. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del recurso 2116, delegación Azcapotzalco, el sentido sea modificar, simplemente en la orden que aclare la diferencia que hubo en número de camiones entre la que dio inicial y la que dio posterior, con el objeto de que la respuesta tenga certeza. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso 2019.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztacalco, expediente RR.SIP.2019 de 2012.

Se requirió copia simple de diversa documentación que acreditará a una persona jurídica en la construcción de determinado predio, se indicará cuántos pisos estaban permitidos para una construcción en la zona de barrios de Iztacalco, se informara si una persona jurídica estaba cumpliendo con la normatividad y qué personal de la delegación participó en los permisos otorgados a una construcción.

Respecto al uso de suelo, estudio de impacto urbano y estudio de impacto ambiental, el ente obligado orientó a la SEDUVI y a la PAOT por ser los órganos competentes.

El recurrente se inconformó con las orientaciones realizadas.

En ese sentido al revisar la normatividad que rige el actuar del ente obligado, se concluyó que la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda le corresponde expedir los certificados en materia de uso de suelos, a los órganos político-administrativos les compete revisar los datos y documentos ingresados para registrar las manifestaciones de construcción, situación que coloca al ente recurrido en posibilidades de atender lo solicitado, respecto al uso de suelo, no obstante de la revisión a las diligencias para mejor proveer, se advirtió que en los archivos del ente, no obra el uso de suelo del interés del particular, situación que debió hacerse del conocimiento de este.

En otro orden de ideas, se determinó que la PAOT no es la competente para atender lo relativo al estudio de impacto urbano y estudio de impacto ambiental, sino la SEDUVI y la Secretaría del Medio Ambiente respectivamente.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que informe por qué no puede expedir copia simple del uso de suelo del interés del particular y lo oriente a la oficina de información pública de la Secretaría del Medio Ambiente y de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del recurso 2019, delegación Iztacalco el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztacalco, expediente RR.SIP.2099 de 2012.

Del Centro de Desarrollo Infantil “Danza Mágica” se requirió el nombre,  puesto, funciones del personal y las profesoras titulares de cada grupo.

La Subdirección de Personal del ente obligado como respuesta remitió un cuadro con los rubros, nombre, contrato, función y nivel académico del personal que labora en dicho Centro, mientras que la Dirección General de Desarrollo Social, señaló competencia para la primera en mención.

El recurrente se inconformó porque la información enviada no correspondía con la solicitada. Además de que no era conforme con la realidad, pues no mencionó las personas que no laboraban en el Centro de Desarrollo Infantil.

Ahora bien, del estudio a las documentales del expediente, se determinó que los agravios únicamente fueron parcialmente fundados debido a que el ente obligado se pronunció respecto a los requerimientos marcados a los incisos a) y b), siendo omiso en responder los identificados con las letras c) y d) con lo cual se vulneraron los principios de congruencia y exhaustividad previstos en el artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal.

Por otro lado, al analizar la normatividad del ente obligado, se determinó que cuenta con una unidad administrativa que puede emitir respuesta en cuanto a los requerimiento faltantes y, a la cual no fue turnada la solicitud, motivo por el que también se transgredieron los artículos 43, fracción I del Reglamento de la Ley de la materia y el numeral 8, fracción III de los Lineamientos para la Gestión de Solicitudes de Información Pública y de Datos Personales del sistema INFOMEX del Distrito Federal.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta emitida por el ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Yo tengo alguna de forma, el 20…

Perdón.

¿Me dan la palabra?

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- 2099, ¿no? Es simplemente, de acuerdo con el sentido de la resolución, obviamente, es necesario hacer la aclaración de que sí bien el ente proporcionó una tabla con rubro de funciones en dicha tabla, en realidad sólo se refiere al cargo que se tiene el ente obligado, por lo que no, no es correcta la misma, no hay que complementarla con lo que está pidiendo el solicitante.

Si no hay más. Entonces, voy a someter a votación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 2099 delegación Iztacalco, el sentido sea modificar haciendo simplemente esta corrección de sobre la tabla, lo que contiene, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Partido Acción Nacional en el Distrito Federal, expediente RR.SIP.2044 de 2012.

Se requirió el soporte físico del número de refrendos que se habían llevado a cabo del 1° de octubre al 12 de noviembre de 2012, nombre completo del militante y adherente, requisitos para el refrendo, sedes y horarios, por Comité Delegacional.

El ente obligado respondió que en términos de la Cláusula Cuarta del Capítulo I del “Programa Específico Reglamentario, Proceso de Actualización, Refrendo y Depuración del Padrón de Adherentes y Militantes Activos del Partido Acción Nacional”, el periodo para la realización del trámite de refrendo era el comprendido el 1° de octubre al 14 diciembre de 2012, por lo que no contaba con un concentrado que arrojara el número y nombre de militantes y adherentes, con el grado de desagregación solicitado.

El recurrente se inconformó al señalar que la respuesta al punto uno no fue completa, por lo que solicitó que la información con ese grado de desagregación se le entregara.

En ese sentido se determinó que la inconformidad estaba relacionada únicamente con el primer punto de la solicitud, por lo que la atención brindada al resto se tuvo por consentida.

Ahora bien, del contraste entre lo solicitado y la respuesta, se determinó que esta última no era incompleta, sino contraria a los principios de congruencia, porque el ente no se pronunció en función del período comprendido entre el 1° de octubre y el 12 de noviembre de 2012 especificado en la solicitud, aunado al hecho de que no se apegó a lo dispuesto en el Artículo 11, párrafo cuarto de la ley de la materia, al no haber otorgado el acceso a la información en el estado en que se encuentra en los archivos del Partido Político.

Finalmente, se llegó a la conclusión de que el ente recurrido estuvo en posibilidad de satisfacer el requerimiento con la entrega de cualquier soporte físico que contuviera el número de refrendos llevados a cabo en el periodo solicitado, inclusive los propios escritos materiales por los que los miembros y adherentes expresaron su voluntad de continuar afiliados, o los documentos que acreditaron que llevaron a cabo el trámite de referido.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada para que el ente obligado otorgue el acceso a la información en el estado en que conste en sus archivos.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, es parecido al otro de precisar mejor nuestra orden. Es necesario incorporar el análisis de la modalidad y esto se refleja y se refleja en la orden en los siguientes términos, en caso de que la información sea proporcionada a través de escritos materiales por los cuales se manifestó la voluntad de continuar afiliado al partido como adherente o miembro activo, se debe entregar en versión pública y previo pago de derechos porque ahí hay otros datos, domicilio y otras cosas y en caso de que exista una causal de excepción marcado en el Reglamento de la ley en la materia se le otorgue consulta directa, puede ser que, digamos, el número de agremiados son muchísimos, etcétera, etcétera y entonces, digamos, se pudiere, digamos, entonces, ver la consulta directa, obviamente en versiones públicas.

Lo anterior, toda vez que en el proyecto sólo se hace referencia sin entrar a análisis y en la orden no se aclara cuáles son los mecanismos o las modalidades para la entrega de la misma; sin embargo, sí se considera en el análisis el acceso en estas modalidades. Nada más.

Si no hay más. Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del recurso 2044 Partido Acción Nacional sea modificar, simplemente haciendo estas aclaraciones en la orden sobre las modalidades de la entrega. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso 2110.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal, expediente RR.SIP.2110 de 2012.

Se requirieron las copias certificadas de un determinado oficio de la recomendación 196/11 y de las acciones llevadas a cabo por la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal para dar cumplimiento a la recomendación anterior.

El ente obligado proporcionó al particular copias certificadas de seis determinadas documentales.

El recurrente señaló que el ente obligado cumplió a cabalidad lo solicitado en los dos primeros puntos; sin embargo, en el último caso, le proporcionó información diversa a la solicitada.

En ese sentido, se determinó que la respuesta emitida en atención a los dos primeros puntos fue consentida expresamente, por lo que quedó fuera de la Litis.

Por lo tanto, del análisis a las documentales proporcionadas en atención al tercer requerimiento  así como a la recomendación 196/11, este Instituto determinó que el ente obligado atendió parcialmente dicho inciso, ya que si bien en el caso del inmueble ubicado en calle Río de la Loza, número 68, Colonia Doctores, Código Postal 06720, se hizo entrega al particular de dos determinados oficios y sus anexos de los que se desprendieron las gestiones realizadas por la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal para dar cumplimiento a la recomendación referida.

En el caso del inmueble ubicado en la calle de Lucas Alamán número 45, Colonia Obrera, Código Postal 06800, se advirtió que aún y cuando proporcionó al particular dos determinados oficios, éstos no constituyen los soportes materiales idóneos que para satisfacer el requerimiento, era necesario, es tanto que el ente recurrido fue omiso en haber señalado y en su caso proporcionado los documentos que proyectaran cómo la citada Junta había solventado el funcionamiento atípico derivado de la recomendación formulada, pues pese a que de ésta se advirtió en la recomendación que en el caso del centro de trabajo con el domicilio en comento, dicha Junta no había sido reportada a la Comisión Auxiliar de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal en el año 2011, así como en años anteriores, y de su contenido no se advirtió a diferencia del diverso inmueble, los trámites de los que se tenían que informar si se había gestionado en tiempo y forma.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se ordena al ente obligado que emita una nueva en los términos precisado en el considerando cuarto de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 2110, Oficialía Mayor el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- Ente obligado, Delegación Tlalpan, expediente RR.SIP.2058 de 2012.

Se solicitó copia en versión electrónica de los informes de gestión, en todas su etapas, y de los libros blancos, del periodo comprendido del 1° de octubre de 2009 al 30 de septiembre de 2012, correspondientes a la gestión de la delegación Tlalpan.

El ente obligado entregó al particular el informe de gestión del 1° de octubre de 2009 al 30 de septiembre de 2012 de la Dirección de Desarrollo Comunitario de la delegación.

El recurrente se inconformó al señalar que no lo solicitado.

En ese sentido del estudio al contenido de las documentales que conforman la respuesta a la solicitud de información, se advirtió que el agravio es parcialmente fundado, en virtud de que el ente obligado entregó sólo parte de la información requerida, de lo cual se deriva que la respuesta incumplió con el principio de exhaustividad, en términos de lo establecido en el artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, de aplicación supletoria a la ley de la materia y, a su vez, es contraria a los principios de certeza jurídica, información y transparencia, previstos en el Artículo 2 de la ley de la materia.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado la emisión de una nueva, debidamente fundada y motivada, en la cual conceda el acceso a la totalidad de la información solicitada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 2058 Delegación Tlalpan, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Finanzas, expediente RR.SIP.2073 de 2012.

Se requirió copia del contrato, montos pagados y por pagar de diversos contratos de Proyectos de Prestación de Servicios y saber si éstos se encontraban o no incluidos en la deuda pública del Gobierno del Distrito Federal de 53 mil millones de pesos.

El ente obligado respondió que sólo colaboraba en los procesos previos a la contratación, tales como la evaluación y aprobación de la factibilidad técnico-financiera, así como el otorgamiento del visto bueno del Análisis Costo Beneficio.

El recurrente se agravio al manifestar que no le fue entregada la información solicitada, aun cuando el ente obligado reconoció que contaba con información, y que omitió la entrega de la segunda parte de su solicitud.

Del estudio hecho a las constancias del expediente, se determinó que el agravio fue infundado debido a que si bien es cierto la Secretaría interviene en los plazos y procesos para la contratación de los proyectos de prestación de servicios a largo plazo, lo cierto es que no existe normatividad que establezca que debe de detentar copia de los contratos de celebración por cada unidad responsable de gasto.
Por otro lado, el segundo agravio fue fundado debido a que el ente recurrido no cuenta con una unidad administrativa que pueda emitir pronunciamiento, puesto que en el ámbito de sus atribuciones se encuentra la de formula el proyecto de los montos de endeudamiento del Distrito Federal, lo cierto es que no se remitió a la misma la solicitud para que fuera gestionada y emitiera una respuesta vulnerando lo dispuesto por los lineamientos para la gestión de solicitudes de información pública y de datos personales a través del sistema INFOMEX.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta del ente obligado para que la unidad administrativa competente emita un pronunciamiento respecto a la segunda parte de la emisión de respuesta.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra el Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- En la orden estamos refiriendo a que el ente debe pronunciarse afirmativa o positivamente, o no sé si sea el nuevo lenguaje que estamos utilizando, porque eso me parece más como compañeros de afirmativo.

Y lo correcto es como lo hemos hecho, que diga que cuenta o no con la información. Simplemente a lo mejor es de redacción, ahora que estamos en el curso de redacción, que no estoy yendo.

Entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 2073, el sentido sea modificar haciendo esta observación de redacción, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 2075 y su acumulado 2076.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- Ente obligado Policía Auxiliar del Distrito Federal, expediente RR.SIP.2075/2012 y RR.SIP.2076/2012 acumulados.

Se requirieron los contratos y facturas de los bienes citados en el catálogo único de bienes de subsidio a los municipios y, en su caso, a los estados cuando tengan a su cargo la función de seguridad pública o la ejerzan coordinadamente con los municipios, así como el gobierno del Distrito Federal para sus demarcaciones territoriales.

En su respuesta el ente obligado orienta al particular ante la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal para que presentara sus solicitudes de información. El recurrente se inconformó porque no se le proporcionó la información solicitada en este sentido de la búsqueda efectuada y por este Instituto se encontró que el Subsidio para la Seguridad Pública Municipal (SUBSEMUN), es un programa para otorgar subsidios a los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, no así al ente obligado.

De este tenor al no participar de los recursos del subsidio federal se estima que no se encontraban en posibilidad de atender lo requerido; no obstante debió canalizar las solicitudes a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, como a los 16 órganos político-administrativos por ser quienes ejercen funciones de seguridad pública, lo que no sucedió.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta del ente obligado y ordenarle que canalice vía correo electrónico las solicitudes a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal y a los 16 órganos político-administrativos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 2075 y 2076, Policía Auxiliar, el sentido sea modificar favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Cuajimalpa de Morelos, expediente RR.SIP.002/2013. Se requirió la copia de la factura o contrato y los documentos que acreditaran que eran localizables los funcionarios de la delegación con GPS, así como la foto de una pantalla de computadora donde se pudiera apreciar en donde se encontraban los funcionarios públicos en un determinado momento.

El ente obligado ofreció copia del contrato y factura precisando que de conformidad con el artículo 249 del código fiscal del Distrito Federal era necesario el pago de derechos de 10 hojas. El recurrente se inconformó al manifestar que el ente solicitó una prórroga para responder que no entregó las 10 hojas, no proporcionó la información a través de internet y no dio respuesta a cada punto.

En ese sentido de la revisión efectuada la gestión de la solicitud de información en el sistema INFOMEX se advirtió que aun cuando el ente obligado solicitó una ampliación de plazos sin exponer los motivos para ello emitió respuesta fuera del plazo establecido en la ley de la materia, además ofreció copia simple de 10 hojas que correspondieron al contrato y facturas que celebró con la empresa SERVITRON sin exponer los motivos y fundamentos del cambio de modalidad en la entrega de la información, aunado a lo anterior omitió calcular los costos por reproducción.

Asimismo, el ente recurrido no formuló pronunciamiento alguno sobre el punto 1 en parte los documentos que acrediten que son localizables los funcionarios de la delegación con GPS; y dos, foto de una pantalla de computadora donde se pudiera apreciar en dónde se encuentran los funcionarios públicos en cada momento.

Sin embargo, se determinó que resultaría ocioso ordenarle a la delegación que funde y motive el cambio de modalidad o, en su caso, proporcione el contrato y facturas solicitados pues durante la sustanciación del recurso los proporcionó al particular.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenarle al ente obligado que formule el pronunciamiento sobre los puntos uno en parte, y dos de la solicitud entregando sin costo la información. Se da vista a la Contraloría General al haberse emitido una respuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso de revisión 002, delegación Cuajimalpa, el sentido sea modificar favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Cuauhtémoc, expediente RR.SIP.30/2013.

En relación con Servicios Metropolitanos el ente obligado se requirieron copias certificadas de las cantidades de dinero otorgadas por mes y año a una determinada asociación civil y un fideicomiso derivado de un convenio para la operación de parquímetros en la colonia Cuauhtémoc, información que debería comprender desde el inicio del convenio de referencia hasta el día de la presentación de la solicitud, así como la aplicación de dichos recursos y de aquellos obtenidos por multas.

En cuanto a las copias certificadas requeridas el ente obligado proporcionó información correspondiente a los años 2009, 2010 y 2011 y en parte 2012, precisando que en el caso de los años anteriores no se encontró evidencia documental en sus archivos comprometiéndose a que en cuanto contara con esa información la haría del conocimiento del particular.

El recurrente se inconformó al señalar que a través de la respuesta sólo se proporcionó información de los años 2009, 2010, 2011 y 2012, siendo en el caso de este último que la información estuvo incompleta. 

Una vez determinado lo anterior, este Instituto determinó que la respuesta emitida en atención al punto uno, por lo que hace a los años 2009 al 2012, respecto de enero a mayo y agosto, así como el numeral 2 no fue impugnada, por lo que quedó fuera de la Litis.

En ese sentido del análisis a lo respondido en el punto uno en relación con el resto de la información se advirtió que el ente obligado incumplió con los principios de fundamentación, motivación y asesoría, pues además de no exponer los fundamentos y motivos que explicaran el sentido de su respuesta de la lectura de su actuación no se advirtió que se hayan llevado a cabo los actos necesarios y reconocidos por la ley de la materia orientación para asegurar a la ahora recurrente el efectivo acceso a la información solicitada a Servicios Metropolitanos, S.A. de C.V., por lo que resultó fundado su agravio.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que emita una nueva en los términos precisados en el considerando cuarto de la resolución dando vista a la Contraloría General al no haber rendido en un plazo concedido el informe de ley en los términos solicitados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

El Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Aprovecho este caso para sugerir que tratemos de ser más acordes de las premisas que tenemos con la solución final, porque este me parece un caso como aquellos que de los jueces, de algunos jueces en que uno va leyendo la sentencia y a uno le parece que va en un sentido y al final de cuentas le da toda la vuelta y yo no sé esto de dónde salió.

Y lo digo por lo siguiente: aquí en el juzgado 4 como ejemplos están los siguientes enunciados:

No se logró ubicar disposición alguna que haga inferir a este Instituto, yo creo que el lenguaje también hay que cuidarlo, no podemos inferir, podemos afirmar, podemos conocer, podemos saber que no podemos en mi opinión, que se afirme en ese sentido o tener la seguridad de que esto sucede, se deben reportar los ingresos, pero además después dice: “No se logró ubicar una estipulación, cláusula expresa en la que se desprende que el ente obligado debe estar enterado de las cantidades que mensualmente obtiene el fideicomiso”.

Y luego dice: “La Dirección General de Administración el ente obligado se comprometió a que en el caso de la información correspondiente a los años anteriores en cuanto contara con ella la haría del conocimiento el asesor jefe delegacional en Cuauhtémoc, manifestación esta última que envuelve la presunción de la existencia en sus archivos del resto la información.

Y finalmente concluye con que la Dirección Cuauhtémoc omitió fundar y motivar debidamente porque no encontró evidencia documental los archivos la Subdirección General de Administración respecto de la administración del interés del particular y únicamente amparó su respuesta en un compromiso.

Y luego esto se diga al final con la orden de que efectúe la búsqueda de la información y, en su caso, la entregue.

Entonces, nada más para sugerir que tratemos de fortalecer los proyectos siendo consistentes, que lo que vayamos leyendo nos vayan llevando a lo que al final concluimos y que no se vea por quien lo lea como una cuestión en donde da un salto al revés.

Y por otra parte, aprovechando el tiempo, esta información efectivamente la debe de tener la Delegación Cuauhtémoc, porque hay una concesión con una empresa de parquímetros, y esa empresa de parquímetros en la colonia Cuauhtémoc por lo menos desde 1999 está involucrada la delegación Cuauhtémoc, porque ella es quien hace el pacto con los vecinos, con la asociación civil para darles parte de lo que se obtiene de los parquímetros.

Por supuesto que por lo menos desde el 99, por experiencia laboral personal, sé que está involucrada la delegación Cuauhtémoc, porque forma parte de un grupo de trabajo junto con SERVIMET, la empresa concesionaria y la asociación civil que recibe estos recursos y debe de tener esta información.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, entonces si no hay más voy a someter la votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 0030, delegación Cuauhtémoc, el sentido sea modificar y dar vista por no haber rendido en tiempo el informe de ley favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al recurso 0032.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- Los entes obligados son Secretaría de Gobierno, Secretaría de Cultura, Autoridad del Espacio Público del Distrito Federal, autoridad del Centro Histórico y Delegación Cuauhtémoc, expediente RR.SIP.0032/2013.

Del año de 1990 a 2012 se requirió el número de permisos otorgados para utilizar el Ángel de la Independencia los fines para los cuales se solicitaron y saber si dicha autorización causó algún impuesto.

Como respuestas la Secretaría de Gobierno y la Secretaría de Cultura orientaron a la Delegación Cuauhtémoc, mientras que la autoridad del espacio público canalizó la solicitud a dicha delegación, así como la Secretaría de Finanzas.

Por su parte, la autoridad del Centro Histórico orientó además de la mencionada delegación a la Secretaría de Gobierno, finalmente a la delegación Cuauhtémoc, también a la Secretaría de Gobierno.

El recurrente se inconformó al manifestar que los entes sólo enviaron su solicitud a otros sin otorgar una respuesta cierta.

Ahora bien, considerando que durante la sustanciación del recurso del ente remitió al particular una respuesta complementaria que satisfizo los requerimientos por lo que hizo a los años 2009 a 2012, pero no así del resto del periodo requerido se estimó procedente entrar al estudio de fondo.

Por lo tanto, de la revisión a la normatividad que rige la actuación de los entes obligados se determinó que la delegación Cuauhtémoc es la que cuenta con atribuciones para atender los requerimientos, mientras que el resto no tienen conferida alguna atribución que permita concluir que podrían tener la información solicitada.

En tal virtud se determinó que la Secretaría de Gobierno, la Secretaría de Cultura y la autoridad de espacio público debieron además de orientar a la delegación Cuauhtémoc, exponer los debidos fundamentos y motivos que expresan su incompetencia, mientras que la autoridad del Centro Histórico debió canalizar la solicitud a la citada delegación.

Finalmente en el caso de la delegación Cuauhtémoc se concluyó que no debió orientar la solicitud, sino turnarla a sus unidades administrativas competentes para atenderla y que realizaran la búsqueda en sus archivos otorgando así el acceso a la información localizada.

El sentido del proyecto es modificar las respuestas emitidas por la Secretaría de Gobierno, la Secretaría de Cultura, la autoridad del espacio público y la autoridad del Centro Histórico, y revocar la respuesta emitida por la Delegación Cuauhtémoc.

Se da vista a la Contraloría General del Distrito Federal al no haber rendido la Secretaría de Gobierno en el plazo concedido el informe de ley en los términos solicitados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de resolución, pero pasa algo similar a lo que pasó cuando veíamos esto de que la Secretaría de Gobierno también era competente.

Aquí lo que estamos viendo es que obviamente el gobierno, cultura, la autoridad no eran las competentes, sino que era la delegación Cuauhtémoc y que debió haber sido turnado. Pero en el proyecto de la página 45 y 46 le decimos a la autoridad del Centro Histórico que nos funde y nos motive por qué es competente.

Entonces, acá en el análisis se lee perfectamente que diga las razanos por las cuales es competente.

Entonces, simplemente reflejar esto, está en la página 45 y 46, está en la página 95 referente a la Secretaría de Gobierno y obviamente reflejarlo en la orden, porque la orden vuelve a decir que nos funde y motive por qué son competentes Cuauhtémoc, debe fundar y motivar la canalización como ya lo habíamos visto. Nada más.

Voy a someter a votación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 0032, Secretaría de Gobierno, Secretaría de Cultura, autoridad del Centro Histórico, Delegación Cuauhtémoc, el sentido sea modificara las respuestas que emitieron la Secretaría de Cultura, la autoridad del espacio público y la autoridad del Centro Histórico, y revocar para la respuesta que emitió la delegación Cuauhtémoc haciendo simplemente estas precisiones en que funde las canalizaciones, porque de las canalizaciones tanto en el recurso, como en las órdenes.

Y obviamente también se da vista a la Secretaría de Gobierno por haber rendido su informe de ley posterior al plazo concedido por la propia ley. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.0032/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Iztacalco, expediente RR.SIP.2093/2012. Se formularon 29 cuestionamientos respecto a los comerciantes que el ente obligado tiene registrados en el Sistema de Comercio de Vía Pública (SISCOVIP). El ente obligado atendió a todos los requerimientos de información adjuntando a su respuesta diversos archivos electrónicos de los que el particular podía desprender que la información era de su interés entregándola en el estado que se encontraba.

El recurrente se inconformó al manifestar que el ente obligado le proporcionó información incongruente e incompleta. Sin embargo, considerando que el ente obligado atendió debidamente a cada uno de los 29 requerimientos formulados por el particular proporcionándola en el estado en que se detentaba se considera que satisfizo los requerimientos de solicitud de información.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Está a su consideración, comisionados ciudadanos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido 2093, delegación Iztacalco, el sentido sea confirmar favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos a los recursos 2061, 2080, 2081, 2082, 2083, 2087, 2088, 2089, 2097 y 2098 acumulados. Entonces, le pediríamos la exposición.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad del Distrito Federal, expedientes RR.SIP.2061 de 2012 a 2098 de 2012 acumulados.

Se solicitaron los oficios de tareas y/o comisiones encomendadas a diversos funcionarios del Instituto y los informes del cumplimiento de las mismas.

Asimismo, se requirió la forma como representantes de la sociedad civil organizada participaron en la planeación y diseño de los festejos que por el día internacional de las personas con discapacidad en 2012 se llevó a cabo.

El ente obligado respondió que de acuerdo con los lineamientos con los que se dictan las medidas de austeridad, racionalidad y disciplina presupuestal para contener el gasto de la Administración Pública del Distrito Federal desarrollaban las reuniones de trabajo necesarias con el Director General donde se generaban las propuestas e instrucciones de trabajo de manera directa, cuyos resultados se encontraban plasmados en el informe de gestión de esa institución.

El recurrente se inconformó al señalar que la respuesta no correspondía con lo solicitado, ya que no se pidieron las facultades de los servidores públicos y que lo requerido fue la información que describiera las tareas y/o comisiones realizadas por el servidor público en el periodo indicado. Esto es cualquier registro que diera cuenta de su desempeño y/o cumplimiento de funciones.

Una vez determinado lo anterior se estima que el agravio del recurrente fue fundado debido a que contrario a lo solicitado por el particular el ente obligado remitió normatividad no solicitada por éste, por otro lado de la lectura a las leyes aplicables se advierte que no se facultad a los entes obligados a no contar con documentos que acrediten la toma de decisiones, propuestas e instrucciones de trabajo, únicamente lo que hace es sentar las bases para economizar en la medida de lo posible el uso de los servicios de fotocopiado, impresión y consumo de papel bond respecto de la solicitud con terminación 123, los argumentos resultaron inoperantes toda vez que pretendió introducir planteamientos novedosos modificando así el alcance de los contenidos planteados.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta dada a la solicitud de información con folio 12312 y revocar las respuestas dadas a las solicitudes de información con folios terminación 11412, 11512, 11612, 11712, 11812, 12112, 12212, 11912 y 12012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que los recursos 2061 y después del 2080 al 2098 acumulados del Instituto de Integración, el sentido sea confirmar para la 2312 y revocar para las restantes, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso, 2063.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado Contraloría General del Distrito Federal, expediente RR.SIP.2063/2012. Se formularon tres requerimientos de información tendientes a conocer la relación del personal que iba a ser basificado en la delegación Cuajimalpa de Morelos, dicha delegación le informó mediante oficio de las basificaciones y se había participado en la revisión de expedientes de personal propuesto para ser basificado.

El ente obligado respondió que no contaba en sus archivos relación de los basificados, ni había participado en la revisión de los expedientes del personal propuesto y no le había informado por oficio de las basificaciones, por lo que orientó al particular para que presentara su solicitud de información ante la delegación Cuajimalpa de Morelos.

El recurrente se inconformó con la orientación realizada y estimó que se le ocultó la información.

En este sentido y del análisis a las atribuciones del ente recurrido se estableció que no existen elementos que permitan evidenciar que detenta la información requerida por el particular, por lo que fue correcta la orientación realizada.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta emitida por el ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 2063, Contraloría General, el sentido sea confirmar favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de Acceso a la Información Púbica y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, expediente RR.SIP.2091/2012.

Se solicitaron las marcas de los equipos de cómputo que tenían incluyendo equipos de escritorio, laptops, impresoras, escáner y los porcentaje que cada una de ellas tenía, así como saber si había preferencia por una marca en particular sin tener una preferencia estaba permitido y si existían leyes o normatividad que regulara las preferencias en el instituto o en los gobiernos locales o federales, especificó que no requirió división entre servidores o estaciones de trabajo, sólo el porcentaje de penetración que cada marca tenía del total de equipos sin dividir por tipo.

En su respuesta el ente obligado entregó una tabla con las marcas y porcentajes. Asimismo, señaló que no tenía preferencia por marca alguna y que las adquisiciones se llevan a cabo de conformidad con la normatividad aplicable.

El recurrente se inconformó al manifestar que el ente obligado mentía al decir que no tenía preferencia por alguna marca en particular y consideró que alguien estaba recibiendo dinero de manera ilícita en su dirección de tecnologías.

Asimismo, señaló que si no existía alguna normatividad, ley o reglamento en la administración pública, local o federal que regulara la preferencia por alguna marca entonces aceptara que prefería HP y no tenía nada que ver con lo que pudiera quejarse al respecto.

Sin embargo, del análisis de los argumentos vertidos como agravios se determinó que los mismos fueron inoperantes e inatendibles toda vez que se concretaron a esgrimir una serie de apreciaciones subjetivas y no se expuso argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la respuesta sujeta a revisión, lo cual escapa del ámbito de aplicación de la ley de la materia y del derecho de acceso a la información.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 2091, de acceso a la información, el sentido sea confirmar favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, expediente RR.SIP.2047/2012.

Se solicitó conocer el monto que se le otorgó como finiquito a cada uno de los servidores públicos que renunciaron para el ente obligado durante 2012. La Contaduría respondió que no contaba con la información en formato electrónico, no obstante señaló día y hora y lugar para hacer la consulta directa de la información.

El recurrente se inconformó al señalar que lo requerido era información pública de oficio de conformidad con el artículo 14, fracción XXII de la ley de la materia, por lo que la consulta directa era contraria al derecho.

Sin embargo, considerando que el ente obligado emitió una respuesta complementaria a través de la cual puso a disposición del recurrente en consulta directa o en copias simples 52 páginas donde se encontraron los montos que se le pagaron a todos los servidores públicos que renunciaron en 2012, la cual sería proporcionada previo pago de derechos, se estimó que se colmaron los requerimientos de información del particular.

Asimismo, el ente recurrido exhibió el oficio de respuesta, así como la constancia de notificación con la que este Instituto dio vista a la recurrente actualizándose los tres requisitos para el sobreseimiento del recurso de revisión exigidos por el artículo 84, fracción IV de la ley de la materia.

El sentido del proyecto es sobreseer el recurso de revisión.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos que estén de acuerdo que el recurso 2047, Contaduría Mayor, el sentido sea sobreseer por la entrega de información, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al recurso 237, Instituto de las Mujeres del Distrito Federal.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de las Mujeres del Distrito Federal, expediente RR.SIP.237/2013. Se requirió versión pública del currículum de un servidor público adscrito al Instituto de las Mujeres del Distrito Federal, el cargo que ostentaba y tipo de nombramiento con el que ejercería sus funciones, copia del reglamento, manual de organización o catálogo de puestos donde se especificaran sus atribuciones. El ente obligado fue omiso en dar respuestas a la solicitud de información.

El recurrente se inconformó al señalar que vencido el plazo de respuesta o posibles notificaciones la unidad correspondiente no le notificó respuesta alguna.

En este sentido y del estudio hecho a las consideraciones del expediente como a las diversas gestiones de la solicitud a través del sistema INFOMEX por parte del ente obligado se determinó que éste fue omiso en dar respuesta dentro del plazo legal establecido en el artículo 51 de la ley de la materia, motivo por el que se configuró la omisión de respuesta atribuida al ente recurrido.

El sentido del proyecto es ordenar al ente obligado que emita una respuesta a la solicitud de información y la proporcione sin costo alguno dándose vista a la Contraloría General al haber quedado acreditado la omisión de respuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos que estén de acuerdo que el recurso 0236, Instituto de Mujeres, el sentido sea ordenar atienda la solicitud y dar vista por la omisión de la misma, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, entonces con esto terminaríamos con los recursos de revisión en materia de acceso a la información.

Y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes procedemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación del proyecto de resolución de la denuncia en materia de datos personales interpuestas en contra de la Procuraduría Social del Distrito Federal, con número de expediente DDP0026/2012.

Entonces, le pediríamos a la Directora Jurídica, licenciada Diana Hernández, si nos hace la exposición de la misma.

LIC. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente público es la Procuraduría Social del Distrito Federal, expediente DDP0026/2012. 

El acto denunciado es la inobservancia a lo dispuesto en el artículo 9º, fracción IV de la Ley de Protección de Datos Personales del Distrito Federal, debido a que el ente público dio a conocer sin su consentimiento copia de su credencial de elector a nueve de sus vecinos con motivo de la presentación de diversas quejas en su contra.

Una vez determinado lo anterior y atendiendo al hecho denunciado se determinó que no podía existir una transversión al precepto invocado por el particular, ya que si bien de la fracción IV del artículo 9 de la ley de protección de datos personales para el Distrito Federal se desprende el deber de los entes públicos para informar previamente a los interesados de los que se recaben datos personales que tienen que contar con su consentimiento expreso en cado de que los datos sean difundidos, salvo que por disposición legal se consideren como públicos, lo cierto es que el hecho denunciado consistió en la transmisión sin consentimiento del particular de sus datos personales contenidos en su credencial de elector y no así sobre la inobservancia al citado principio del deber de informar al que se encuentra constreñido el ente público.

Sin menoscabo de lo anterior y considerando que por lo dicho por el recurrente a la autoridad denunciada transmitió sin su consentimiento a nueve de sus vecinos sus datos personales contenidos en la credencial de elector se procedió al análisis de la ley de protección de datos personales para el Distrito Federal a los lineamientos de la materia, así como a las documentaciones remitidas por el ente público, advirtiendo que contrario a lo manifestado por el denunciante dicha autoridad no trasgredió el principio de consentimiento ya que no se logró ubicar elemento de prueba alguno que acreditara fehacientemente que esto hubiera transmitido sin autorización la copia de su credencial de elector, pues se advirtió que a nueve de sus vecinos le fueron notificados los acuerdos de admisión de las reclamaciones interpuestas por éste, así como copia simple de sus escritos de queja.

El sentido del proyecto es determinar infundada la denuncia.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Se sugiere matizar los párrafos 3, 4 y 5 del considerando cuarto conforme a la siguiente propuesta y de acuerdo a la denuncia realizada, ya que se advierte una posible confusión, así como el último párrafo del considerando cuarto, con el párrafo del considerando quinto, y se sugiere para que quede de la siguiente manera.

Cabe señalar que el particular refirió que el ente público incumplió con lo dispuesto en la fracción IV del artículo 9 de la ley de protección de datos personales del Distrito Federal, sin embargo dicho artículo corresponde a la obligación del ente público de informar sobre las implicaciones de recabar datos personales.

En particular la fracción citada por el denunciante se refiere a que el ente deberá informar a los particulares de que sus datos personales sólo podrán divulgarse si cuentan con el consentimiento expreso de aquellos.

En ese sentido, en la presente denuncia no es que el ente público omitiera informar a dicha persona que sólo con su consentimiento podría difundir sus datos personales, sino que para el denunciante se entregó datos concernientes a su persona, que es diferente, por el cual se transgredió dicha ley.

Por lo tanto, dicha transgresión está íntimamente relacionada a un posible incumplimiento al principio de consentimiento establecido en el artículo 5º de la Ley de Protección de Datos Personales del Distrito Federal.

Adicionalmente se sugiere realizar una revisión de la redacción a fin de hacerla un poquito más comprensible; sin embargo, también de la revisión hecha en la Dirección de Datos Personales y como se advierte en el propio recurso se advirtió que el ente no cumple al 100 por ciento con el artículo 9º, incluyendo su fracción IV, por lo que se sugiere prevenir al ente con apercibimiento para que subsane y cumpla con la normatividad de la materia.

Es cuanto.

No sé si haya otra propuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, totalmente de acuerdo. Yo estaba viendo a lo mejor de emitir una recomendación.

Ya se les hizo una recomendación y un plazo para obtener el formato que tienen registrados no tiene la leyenda, pero no la tiene correcta, pero eso ya se fue por ese acuerdo por decirlo de alguna forma.

Ahora, por esta parte de la denuncia yo creo que no podemos sólo de la litis dejarla sólo en la fracción IV, Creo que sí hay una cuestión, y nada más como órgano garante que estamos viendo, que estamos advirtiendo, de que en un escrito libre no se está entregando –cómo se llama la cláusula- del deber de informar.

Entonces, hay que ir, digamos, o hacer la observación o finalmente decir que parte, digamos, de la denuncia no es procedente porque no hubo, digamos, entrega de esa información, pero parte, digamos, es procedente en términos de que no se cumplió con los requisitos de la ley que es el deber de informar.
Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Es que tengo duda. Yo creo que sí la primera, el primer matiz es, por supuesto, que el asunto de en lugar de informar si no, no cubierto el asunto el ente tiene que ir por una acuerdo, que ya lo hicimos, o sea, estamos en ese proceso, me parece que no es pertinente traerlo al proyecto. Yo coincido plenamente con el maestro.

El caso que nos convoca sí es una cosa extraña, porque finalmente lo que no podemos acreditar es precisamente que haya habido, no el asunto de tener que informar, sino la transmisión de los datos personales al asunto de los particulares, como lo refiere finalmente el quejoso.

Porque además, o sea, el agravante es que está dentro de un proceso administrativo y lo tuvo que entregar al proceso administrativo, o sea, y nosotros, o sea, no hay forma de poder acreditar el asunto de que finalmente estos datos personales fueron transmitidos de manera legal, o sea, no hay forma, porque lo que tenemos que ver es el asunto de saber si en la notificación venía la credencial de elector de la persona, y para hacer eso, digamos, no tenemos ni facultad, ni forma, ni siquiera un órgano jurisdiccional podría ser. 

Entonces, a mí me parece que, digamos, creo que lo que plantea el Comisionado Luis Fernando, sí habría que matizar a lo mejor esos párrafos, porque finalmente no se, digamos, no se entiende exactamente qué estamos planteando ahí, porque pareciera que es un asunto de que se (…) el asunto del deber de informar establecido en el asunto del nueve en relación a la fracción IV, pero en realidad nosotros decimos, “bueno, pues es deber de informar”, pero pues el ente y la persona le están leyendo la ley, digamos, válidamente de manera distinta.
Entonces, sí me parece que tendríamos que establecer es parte, digamos, de manera más específica, digo, tal vez como lo plantea, haciendo, digamos, la definición de que vaya por separado, de que no traigamos cosas en el asunto de que como no informó y no está, ¿no? O sea, ésa es una cosa que, digamos, sí compete a este Instituto, pero lo estamos viendo por otra parte, nada más que se acabe de redondear el asunto; porque de repente pareciera que lo agarramos, por lo que decía Luis Fernando, por el 94, y entonces como no da, ¿no? Tal pareciera infundado, pero más bien la cosa está en no hay elementos precisamente para poderle dar mal la queja, o sea, no tenemos los elemento para saber que la transmisión de esos datos personales sea fundado exactamente.

Yo creo, dentro de las cosas que hemos anunciado de este Instituto, habría que prever precisamente cómo podemos hacer una mejor protección precisamente de los datos personales, cómo podemos evidentemente tener un mejor ejercicio de control de los datos personales sobre el asunto de los entes. Esto habría que configurarlo, como está la ley ahora no nos da.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Le pediría a Luis Fernando, bueno, no sé, si me puede repetir y precisar la propuesta.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Precisamente como hay confusión, hay mucha confusión, el tema es de que la denuncia se presenta por haber incumplido, digamos, aquí lo traigo, con el tema de consentimiento, aparente se transmitieron datos de la copia de credencial de elector, etcétera, etcétera, y ésa es la denuncia, ésa es la denuncia del particular, no es que si le dieron a conocer antes de entregar los documentos el del formato para autorizar su consentimiento. Ahí está la confusión, lo que estamos haciendo es separar en el proyecto, porque sí existe esa confusión, porque existe una prevención que a mi consideración no estuvo bien hecha la prevención, porque no aplicaba esa fracción.

Entonces, lo que queremos es que se separen exactamente, que quede desglosado y que nos orientemos sobre el tema de la violación al consentimiento que no verificó, no se funda y queda ahí.

Sin embargo, ahora sí que sin embargo se advierte que hay un incumplimiento, y esto lo coteja la Dirección de Datos Personales; lástima que no se encuentra aquí nuestra Directora. Se advierten otras irregularidades, ahí está el tema, son diferentes, no es tema de la denuncia, por eso no estoy pidiendo la vista, estoy pidiendo un apercibimiento para que regularice y se ponga al tanto.
Es básicamente, por ahí iba mi propuesta.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Estamos de acuerdo, esa es la idea, puedes pedir la precisión. Está infundado vía, digamos, el asunto de que no se utilizaron sus datos –ahorita te doy la palabra- tal como él lo manifiesta, pero órgano garante estamos, digamos, ante la vista de un incumplimiento y no podemos ser omisos, y tenemos otra vía, ésa no hay que ni meterla, la pronuncio aquí pero no.

Entonces, tenemos que hacer, yo hacia un apercibimiento y hacia una recomendación, pero sí tenemos que decir algo. Eso es lo que yo diría, pero estamos viendo de que no está la leyenda, no está el derecho de informar, no es parte de la queja, pero sí, “oye, sabes qué, como órgano garante te recomiendo tal, tal, tal, tal”. Obviamente el Artículo 9 de la Ley de Derecho de Informar, punto.
Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Aquí nada más para lo que comenta el Comisión Presidente, el Artículo 23 de la ley de la materia establece que este Instituto es el órgano encargado de dirigir y vigilar el cumplimiento de la presente ley. Y entonces por ahí es el tema que se está…

C. OSCAR GUERRA FORD.- Puedo soltar ahí la recomendación.

Perdón, Directora Diana Hernández.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- La denuncia se centró en el hecho de que la persona, como efectivamente comentan los señores comisionados, se duele de que hubo una difusión de su credencial de elector, no tanto en si se cumplió con un consentimiento o no.

En ese sentido es que nosotros consideramos, como Dirección, que no era prudente incluir recomendación o vista dentro de este proyecto, porque la litis está centrada y el procedimiento está centrado respecto de una violación es específico. Nuestra sugerencia, como en otros casos, también de denuncias que ya ha pasado, de hecho resolvimos una similar, hace poco, es que en ejercicio de sus atribuciones que le otorga el Reglamento Interior a la Dirección de Datos Personales, realiza el acompañamiento, sugerencia y en un caso determinado pudiera fundamentar que de la revisión que se hizo en esta ocasión se advirtieron irregularidades e incluso se podría hasta una inspección, si lo considerara necesario, ¿no?
Pero bueno, de acuerdo a sus atribuciones retomar lo que observó, derivado de esta denuncia, y hacer una observación o una recomendación formal y más categórica sin estarnos un poco, a nuestro parecer, excediendo un poco de la litis. Pero bueno, siempre es una sugerencia y no dejaría el Instituto de pronunciarse al respecto, incluso de manera categórica y más puntual, con incluso mayores alcances en términos de las atribuciones de la misma Dirección.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En tercera vuelta, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- O sea, no creo que nos estemos, digamos, yendo más allá de la litis, porque la litis está clara y la litis (…) esa parte está cerrada, no es en base a la litis que nos metemos, digamos, al asunto de que no se está cumpliendo con el Artículo 9, sino lo estamos advirtiendo en el procedimiento, digamos, para la resolución de la denuncia. Es como si nos tapáramos los ojos y decimos, bueno, tal, tal, eso no hubo problema, está infundado.
Yo por eso tampoco digo que la denuncia sea infundada en una parte. No, no, la denuncia es infundada, pero yo como órgano garante advierto una irregularidad, tú lo acabas de decir, hay una irregularidad; ¿qué hago con ésa en el recurso, en el recurso?

Por otro lado, ya tenemos, ya tienen ellos aquí el Pleno de una ampliación, como ya lo dijimos, pero ése no te acuerda, no te acuerda y eso lo estamos haciendo, el acompañamiento y todo este tipo de cosas.

Yo creo que simplemente hay que ver que lo observamos, en ese sentido, para el propio sujeto obligado y para el propio denunciante, en ese sentido de que somos el órgano garante. Y yo no he propuesto la vista, yo creo que nada, nadie la ha propuesto, sino simplemente una recomendación que recuerde en este tipo de procedimientos que hay que cumplir con lo que marca el Artículo 9 del derecho a informar, punto. Porque si no va decir, bueno, tuvieron algo y fueron omisos, aunque la otra parte la estamos trabajando. Eso nos queda claro, pero está en su acuerdo.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Yo estoy de acuerdo que no podemos evitar la realidad por meter la cabeza en un hoyo y taparnos los ojos y no ver que están sucediendo cosas. Sin embargo, no por eso vamos a resolver las injusticias del mundo. ¿Y a qué me refiero? Que en los proceso jurídicos, digamos, hay un proceso jurídico ahorita muy importante en México, y seguramente es por uso de recursos de procedencia ilícita, y si aparece un muerto tendrá que ser otra causa, no dicen “advertimos que hay un muerto y entonces en la misma causa, vamos, además de…” O sea, se le abrirá a la persona una causa porque le apreció un muerto o varios, ¿no? Pero son causas absolutamente distintas y me parece que en términos jurídicos tampoco podemos estar juntando las cosas.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Adelante, perdón, Comisionado.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Y entonces no podemos precisamente generar estas dos causas, no podemos estar acumulando cosas porque nos aparece y además nos aparece, me parece que la conclusión deviene precisamente de cuando hacemos en datos personales en el proceso de investigación ahí aparece, y entonces como datos personales sabe que finalmente hay un problema con el asunto del deber de informar, pues lo mete en el asunto del proyecto, está muy bien, pero el asunto es otro, o sea, el asunto es, hay una transmisión ilegal de mis datos personales que yo creo que es absolutamente, digamos, tiene todo su derecho a la gente que se le protege ese asunto, el problema es que nosotros no podemos, por los elementos jurídicos que tenemos, ir más allá y, por lo tanto, es infundado. 

Pero es por transmisión, no por consentimiento, porque si fuera por consentimiento sí estaríamos en el supuesto del nueve, que es un poco la confusión que nos plantea el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.
Yo creo que además hay que recordar que este Pleno hizo precisamente un acuerdo para hacer una prorroga precisamente para ver cómo estaba el asunto del avance del deber de informar de todos los entes, creo que es una responsabilidad de este Instituto saber cómo va el asunto del avance y no por eso que nosotros advertimos una cosa, decir, “y además no has concretado tu deber de informar, no has hecho cumplimiento al Artículo 9”.

Entonces, me parece que son causas políticas distintas, no podemos estar acumulando el asunto, o sea, no veo el asunto de la razón, porque finalmente sí hay un problema con el 9, le ha deber llegado ya un requerimiento, yo supongo, y algún acompañamiento. Yo quiero saber, yo quiero suponer que sí va a haber, que hay un acompañamiento, que hay, por supuesto, un proceso de diálogo con ente para resolver esta situación, que es absolutamente otra y distinta.

Yo ahí lo dejo.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo en una cuarta vuelta, favor de levantar la mano.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El tema aquí, estoy de acuerdo por lo expresado por el Comisionado Mucio, nada más que está dentro del proyecto, y hay un dictamen, digamos, que emite la Dirección de Datos Personales, donde la propia Directora determina un incumplimiento al deber de informar, previsto en el artículo, advierte una irregularidad.

Estoy de acuerdo que el fondo está bien resuelto, en el tema del fondo ya lo resolvimos, no hay inconveniente, ta, ta, ta; pero se advierte una irregularidad y nosotros como Pleno no podemos dejarla pasar, o sea, tenemos un mandato legal también.

Por eso usted decía que lo pudiéramos hacer dentro del proyecto o fuera del proyecto, pero se hace una recomendación de apercibimiento. Esa es mi propuesta, ¿no?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Mi propuesta, aquí la Secretaría Técnica me enseña cuál es el asunto, yo también consulté precisamente porque también me hizo el mismo ruido ese párrafo, en ese momento de repente salta el asunto del consentimiento, salta en una serie de cosas, salta el nueve, salta el deber de informar y yo digo, “a ver, por qué lo estamos metiendo”. Lo que me explican es, evidentemente es el proyecto que presenta la Dirección de Datos Personales, y presenta este proyecto y entonces ahí mete abigarradamente todo.

Yo lo que sugiero es que este párrafo, como bien lo plantea Sánchez Nava, lo podamos eliminar y podamos darle vista sin desatender el asunto que tenemos pendiente, que estamos trabajando en eso, yo espero que estemos trabajando en eso precisamente para que el problema que haya con el deber de informar se resuelva en los entes, pero es otra cosa distinta.

Es que aquí tenemos el dictamen, bueno, en uso de la palabra.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Que quitemos el dictamen, que podría ser, digamos estamos atendiendo un incumplimiento, una irregularidad que no es parte de la litis.

Este ejemplo, que si encuentran un muertito, tal, tal, tal. No, aquí no vamos a acusarla ni le vamos a hacer nada porque no informó, no le vamos a hacer nada, pero sí le vamos a decir “sabes qué, en la resolución de esta denuncia encontramos que no hay un cumplimiento con el Artículo 9”. Punto.

O sea, de una cuestión, esté o no esté el dictamen de datos personales, eso es aparte, esto es un hecho que está en el procedimiento, que no es parte de la litis, estoy totalmente de acuerdo, la litis se sugirió al cuarto, digamos, fue una prevención, pero bueno.

Pero sí estamos, y acaba de leer el Comisionado Luis Fernando, dentro de nuestras atribuciones una posible, que ya la estamos tratando por otra parte, totalmente de acuerdo, pero eso no implica que ahora que estamos en un hecho, digamos, ya específico de alguien, porque nosotros cuando hacemos las observaciones es “dame tu formato y veo si estás informado o no”. No veo cuántos la están usando, aquí ya es un uso directo del derecho de que se entregó un formato o se pidieron entregar los datos y no se informó, no es parte de la litis, no es parte de la litis, es infundada, es infundada. 

Pero simplemente decir que en la resolución de la denuncia advertimos de que no se está cumpliendo con el Artículo 9 con el derecho a informar, por lo cual culminamos o recomendamos dar cumplimiento esto en materia de la ley, aparte lo que estamos haciendo, porque es en un hecho concreto y específico. 

Ésa es la propuesta, creo que son matices lo que estamos…

Por alusiones personales, Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más les comento una cosa. Lo que dice el Comisionado Presidente, dice y vuelve a meter otra vez el asunto del consentimiento. No hay tal, o sea, en este caso no hay tal. Digo, lo quiero dejar claro, porque si usted revisa su versión estenográfica va a volver a insistir sobre el asunto del consentimiento. No hay tal, no hay tal.
¿A qué me refiero? A que el asunto fue: ¿por qué la tenemos por infundada?, porque no podemos determinar si fue una determinación ilegal, ¿por qué no hay un asunto de consentimiento?, porque fue precisamente el asunto de un trámite para una queja vecinal en donde la (…) por establecimiento dice: “tú vienes a quejarte vecinalmente por cualquier cosa y tienes que llenar este formato y me tienes que acreditar quién eres, qué vives, qué exactamente”. Y la da, no hay un asunto ahí, porque es trámite. Eso para que quede claro como está.

Y yo creo que sí advertimos que el nueve puede no cumplirse. Seguramente estoy seguro que no se cumple, pero eso lo estamos viendo en un tema específico que tiene que ver sobre el deber de informar y el cumplimiento al nueve de los entes, y yo creo que por ahí tenemos que sacarlo, o sea, porque la confusión está en el proyecto cuando se mezclan los… o sea, el proyecto de datos con el proyecto que se nos presenta y ahí se dispara, digamos, esta confusión que muy bien advierte el Comisionado Sánchez Nava, pero es eso.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Yo quisiera proponer concretamente que lo que hagamos sea que obviamente la denuncia sea declarada como infundada y que se haga el expediente de la denuncia, que por separado mandemos un oficio al ente en donde le digamos que derivado del análisis de tal denuncia advertimos y como estamos obligados a ello, de otra forma seriamos omisos, advertimos tal circunstancia y le recomendamos, incluso sin apercibimiento, sugiero que sin apercibimiento, le recomendamos que tenga los formatos adecuado para cumplir con el deber de informar.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado, razonamiento del voto.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Aquí nada más digo, para complementar un tema, que tenemos el Artículo 10 del procedimiento para la atención de las denuncias de un proceso de incumplimiento a la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, y nos señala que la Dirección de Datos Personales, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 25, facción XIX, deberá formular los dictámenes que le sean requeridos, los cuales serán la base de las resoluciones que emita el Instituto en los procedimientos de denuncias por posibles infracciones a la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal y demás normatividad que de ella derive, para lo cual poder realizar la diligencias tales.

Entonces yo diría que el dictamen sí se mantenga, de todo el recurso, con fundamento en este artículo. Y está adecuada la propuesta que hace el Comisión David Mondragón, si ustedes están de acuerdo, yo creo que sería lo correspondiente, independientemente de las facultades que tiene la Dirección de Datos Personales, al advertir que hay una irregularidad para darle seguimiento a ese asunto, ¿no? Pero, digamos, eso ya le toca a esa Dirección y darle trámite a ese incumplimiento.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aclaración, Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Para aclaración, nada más pediría que entonces se votara de manera separada del asunto de la denuncia y después que votáramos si se hace ese oficio, porque ya no creo que sea ninguna recomendación, como lo plantea el Comisionado David Mondragón, ni un asunto de apercibimiento. Un oficio que se advierte y que por favor pues cumpla con el deber de informar.
Creo que habría que verlo de manera separada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente, en razonamiento de voto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo creo que esa propuesta que hace el Comisionado Mondragón, yo la tomaría, digamos, por fuera hacer la recomendación de que no se está observando. ¿Cuál es la diferencia? Nosotros hacemos una evaluación, un diagnóstico, tal, tal, les pedimos los formatos y vemos si tiene una leyenda y tal, tal. Y eso lo estamos haciendo y hay que acompañarlo.

Pero en un hecho ya específico, concreto, y tiene que decir el oficio, “no del análisis, ya lo hicimos, que se le hizo de la evaluación, en base a un recurso recibido, una denuncia por una denuncia resuelve el Instituto con número tal y tal”. Ya no está en el recurso, eh, se observó un incumplimiento de tal, tal, por lo cual lo culminamos al cumplimiento. Esto nos ayuda hasta cuando estemos en el acompañamiento con ellos, “ya ves qué importante es que sí tengas tu formato, porque en los hechos concretos se presentan asuntos concretos de denuncias de vecinos, etcétera, etcétera.

Entonces, yo me iría por ésa, y obviamente la votación sería ésta separada. Así debe ser. 

Si no hay más, entonces voy a someter a votación. Primero voy a someter a votación el asunto de aquellos comisionados que estén de acuerdo que se declare infundada la denuncia, tal como viene en el recurso, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad la resolución al expediente DDP0026/2012. Se está incorporando las expresiones sugeridas en el texto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Mencionar los párrafos tres, cuatro y cinco del cuadro, conforme a la propuesta, ¿no? Porque ahí estuvimos de acuerdo.

Y entonces por, o sea, ya aparte, aquellos comisionados que estén de acuerdo que en base, digamos, a lo que se advierte en esta denuncia del no cumplimiento del deber de informar se haga una recomendación en un oficio por fuera y ésa sería firmada por el Secretario Técnico, aunque las resolución del Pleno, si es el caso, obviamente.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Este es un punto de acuerdo aparte, así lo vamos a tomar.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Sí, sí.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- No es…

C. OSCAR GUERRA FORD.- Ya el recurso ya quedó…

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Se propone después de eso que ya se cierra, proponemos un punto de acuerdo en el cual se le dio un oficio.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Exactamente.

El punto de acuerdo es que en base a lo que se observa en esta denuncia, ya la denuncia ya fue resuelta, se haga, digamos, un escrito, digamos, diciéndole que se advirtió el aviso… el deber de informar y entonces se haga el oficio correspondiente haciéndole la recomendación para que se cumpla con…

Dr. Alejandro Chanona Burguete: Quizá en la parte del fraseo cuidarla, porque recomendar una cuestión así ya implicaría también la vista, ¿no? Entonces, quizá más bien exhortar al ente para que a la brevedad se acerque con el Instituto para regularizar el cumplimiento de tal, tal, tal, o regularizar finamente su situación respecto de los acuerdos, y ahí ya tomamos referencia al acuerdo que se refiere al nueve, de informar y todo eso, y a la ley, por supuesto, regularice su situación. Una parte así de exhorto para no cuidar la parte de implicar a la vista necesariamente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está bien, estoy de acuerdo.

Bueno, entonces voy a someter.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que se haga este comunicado en los términos que ahorita ha expuesto el Comisionado Alejandro Torres, cuidando, digamos, en sus términos la recomendación, favor de manifestarlo.
Los que estén en contra favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- La propuesta de que se haga la recomendación cuatro votos de los comisionados Oscar Guerra Ford, David Mondragón Centeno, Luis Fernando y Alejandro Torres.

En contra, Comisionado Mucio Israel.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Agradecemos la presencia de la Directora Jurídica y del personal del área.

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en Asuntos Generales.

No habiendo ningún asunto general y no habiendo otro asunto que tratar, siendo las 13 horas con 40 minutos del día 27 de febrero del 2013, se da por terminada la Séptima Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, agradeciendo a todos ustedes su presencia, que tengan muy buenas tardes y muy buen provecho.
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